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La presente investigación tuvo como objetivo determinar por qué es 
inconstitucional la revocatoria de la pena privativa de la libertad suspendida, 
cuando el sentenciado no ha cancelado la reparación civil. En cuanto a la 
metodología fue cuantitativa, de diseño no experimental y el nivel fue explicativo. 
Por otro lado, la población estuvo conformada por operadores jurídicos de 08 
Jueces penales, 15 Fiscales penales y 60 Abogados penales, tiene un muestreo 
no probabilístico por conveniencia. La técnica que se empleó fue la encuesta y el 
instrumento fue el cuestionario. Se obtuvo como resultados que revocar la pena 
suspendida a un sentenciado por incumplir con el pago de la Reparación Civil, 
colisiona con el Derecho Constitucional a la libertad y no prisión por deudas. 
Como conclusión se tiene que, la revocatoria de la pena privativa de libertad 
suspendida, deviene en inconstitucional porque, el no pago de la reparación civil 
fijada en la instancia de ejecución, no es razón concluyente para que el individuo 
vaya a prisión, ya que existen otras medidas idóneas para compensar el 
menoscabo causado por el delito, como la utilización de la vía civil, evitando que 
el Derecho Fundamental a la libertad se vea vulnerado. 
 












The objective of this research was to determine why is unconstitutional the 
revocation of the custodial suspended sentence, when accused have not canceled 
the civil reparation. In terms of methodology was quantitative of no experimental 
design and an explicative level. On the other hand, the population was made up of 
legal practitioners as 08 criminal judges, 15 criminal prosecutors and 60 criminal 
lawyers; it had a non-probabilistic sample for convenience. The survey techniques 
have also been applied and a questionnaire was used as the instrument. The 
resulting was to revoke the suspended sentence to a sentenced for missing a 
payment of the civil reparation, colliding with the Constitutional Law to the liberty 
and no debt´s prison. In conclusion the  revocation of the custodial suspended 
sentence, it becomes unconstitutional because to miss a payment of the civil 
reparation set in the execution instance is not a decisive reason for that the person 
go to the prison, since there are other appropriate measures to the compensation 
of the damage caused, as the use of civil via , avoiding that the Fundamental Law 
to the liberty  being violated. 
 
 






I. INTRODUCCIÓN  
En el mundo académico del Derecho, el Derecho público tiene como una rama 
al Derecho penal y éste debe ser aplicado como la última forma de poder 
solucionar un conflicto en la sociedad, es decir, cuando toda rama del Derecho 
ha fracasado para sancionar correctamente una determinada conducta, es el 
Derecho Penal (en adelante será DP) el que debe ser aplicado, a esto se 
conoce como el principio de última ratio. 
Cuando una persona es sentenciada en el Perú con pena privativa de libertad 
con carácter de suspendida, esta es obligada a cancelar de forma pecuniaria el 
monto de la reparación civil (en adelante será RC) que puede ser a favor de 
una persona natural o jurídica, si esta no cumple lo ordenado por el juez 
mediante sentencia, entonces se le aplicara el artículo 59° numeral 3 de Código 
Penal Peruano (en adelante será CPP) lo que conduce a que se le revoque la 
pena suspendida y se convierta en una con carácter efectiva.  
El texto Constitucional, ha establecido en el artículo 2° numeral 24 literal c) que, 
no existe cárcel por deudas, salvo en los delitos de Omisión a la Asistencia 
Familiar; frente a esto existe una problemática vigente en la sociedad, en razón 
a que si una persona que es sentenciada a pena privativa de libertad con 
carácter de suspendida y está no paga la reparación civil, de inmediato se le 
revoca la pena y esta persona será confinada a prisión, por tanto dicha norma, 
colisiona con el texto Constitucional debido a que la norma fundamental ha 
establecido como única excepción la prisión por deudas en materia alimentaria. 
Esta problemática, genera como consecuencia que las personas que han sido 
condenadas y que por razones económicas o de otra índole no cumplen con 
pagar el monto de la reparación civil impuesta, tengan que ir a la cárcel de 
forma arbitraria e injusta, desnaturalizándose la acción punitiva del Estado lo 





Esta situación ha sido abordada por el Tribunal Constitucional Peruano (en 
adelante será TCP) en la Sentencia N° 6633-2015-PHC/TC en cuya resolución 
el expresidente de dicho organismo ha sentado posición al emitir su voto 
singular precisando lo siguiente; “… el numeral 03° del artículo 59°del Código 
Penal consagra un supuesto encubierto por prisión por deudas, por lo que 
dicho dispositivo debe ser inconstitucional…”. 
Aún con la posición asumida por el Tribunal Constitucional (en adelante será 
TC), esta situación genera una crisis entre normas procesales y Derechos 
fundamentales en tanto el Derecho a la libertad, es un Derecho supranacional 
que debe estar por encima de cualquier norma procesal.  
Finalmente, el Derecho Penal de forma desproporcional y al amparo legal del 
artículo 59° del Código Penal (en adelante será CP), permite que el juzgador 
resuelva revocando las penas y enviando a las personas a los centros 
penitenciarios, sin buscar otras alternativas de solución- máxime si- el 
agraviado puede recurrir a la vía civil, para resarcir del daño que se le ha 
causado por el delito. 
Se plantea la formulación de la pregunta: ¿Por qué es inconstitucional la 
revocatoria de la pena privativa de la libertad suspendida, cuando el 
sentenciado no ha cancelado la reparación civil? 
Esta investigación se justifica por las siguientes razones. 
Cuando una persona es condenada con pena privativa de la libertad 
suspendida en su ejecución, tiene como finalidad que esta no vaya a prisión; no 
obstante, es sometida al cumplimiento de las reglas de conducta que estipula el 
Código Penal Peruano; en ese orden de ideas uno de los efectos que tiene el 
incumplir dichas reglas de conducta es la revocatoria de la pena suspendida; 
en ese sentido, esta investigación se realiza porque actualmente se está frente 
a una vulneración constitucional del Derecho a la libertad, debido a que si una 





Es necesario señalar que, la presente investigación se realiza para poder 
contribuir con un problema de relevancia social, que radica en los procesos de 
suspensión de pena privativa de la libertad, a efectos de poder encontrar una 
solución adecuada e idónea a la luz de los Derechos Humanos, Derecho Penal 
Internacional, Tratados Internacionales, Doctrina, Jurisprudencia Nacional y 
evitar que las personas sean trasladadas al centro carcelario, por deudas 
pecuniarias. 
Resulta oportuno precisar que con la presente investigación se beneficiarán 
directamente aquellas personas condenadas con pena suspendida de la 
libertad a nivel nacional, que, si bien tienen la obligación de pagar el monto 
solicitado, la forma de efectivizar el pago, debe ser atendida por otros 
mecanismos jurídicos de solución, adecuados, sin necesidad de enviarlos a la 
cárcel como sanción. Así mismo se beneficiará al Estado, en razón a que se 
evitará el hacinamiento carcelario y una mayor demanda de recursos 
económicos y humanos para atender a este grupo de internos en los diferentes 
establecimientos penitenciarios del país. 
Objetivo General: Determinar por qué es inconstitucional la revocatoria de la 
pena privativa de la libertad suspendida, cuando el sentenciado no ha 
cancelado la reparación civil. 
Objetivos Específicos:  
a) Analizar los efectos del incumplimiento de las reglas de conducta del 
sentenciado respecto al pago de la Reparación Civil. 
b) Identificar la naturaleza jurídica del Derecho a la libertad y la no prisión por 
deudas en el Derecho nacional y comparado.  
c) Proponer la modificatoria del artículo 59.3 del Código Penal, a efectos de 





Por estas razones se presenta la siguiente hipótesis: La revocatoria de la pena 
privativa de libertad suspendida es inconstitucional porque vulnera el Derecho a 
la libertad y a la no prisión por deudas del sentenciado. 
 
II. MARCO TEÓRICO   
Se propone presentar los trabajos previos a Nivel Internacional 
Martínez (2015) en su tesis: “El control de la ejecución de la pena dentro del 
ordenamiento penal de Guatemala”, para lograr el grado de Licenciado en 
Ciencias Políticas en la Universidad Rafael Landívar de Guatemala describe en su 
segunda conclusión: 
“Los juzgados de ejecución no cumplen con las inspecciones en los centros 
penitenciarios, lo que provoca que no exista un control efectivo de las 
condiciones en que cumplen las condenas, derivado de la alta carga de 
trabajo existente en los juzgados. Asimismo, dicha atribución no la pueden 
delegar a los inspectores que establece la ley, por la falta de existencia de 
los mismos.” (p.100). 
El autor en mención sostiene que, el trabajo es excesivo en los juzgados de 
ejecución por lo que resulta necesario que la Corte Suprema intervenga y tome 
las consideraciones necesarias debido que las personas son condenadas 
anualmente, con el propósito de administrar, obtener una justicia rápida y así 
mantener un control estricto sobre el acatamiento de la pena.  
Guardiola (2015) en su tesis: “Ejecución de las penas”, para optar el grado de 
Doctor en la Universidad de Barcelona en el noveno párrafo de su cuarta 
conclusión indica:  
“… en el nuevo CP, eh podido estudiar la posibilidad de la suspensión y 
sustitución de la pena privativa de libertad en el mismo dictado y fallo de la 




opción para no colapsar los juzgados de ejecutorias, pues al momento de 
elevar las evaluaciones definitivas en el acto del juicio oral, se solicite en el 
mismo trámite la suspensión de la pena por parte de los abogados (…).” 
(p.314) 
El autor hace referencia que deben existir otros mecanismos para que la 
suspensión de la pena no genere colapso en los juzgados de ejecutorias, y así 
lograr que el proceso penal sea más efectivo y también poder optimizar los 
principales problemas que surgen en la ejecución de la pena. 
Duran (2016) en su tesis titulada: “La prevención general como límite 
constitucional de la pena, ámbitos de aplicación sobre su función”, presentada 
ante la Universidad de Atacama - España, es su tercera conclusión manifiesta: 
“en el marco de un sistema constitucional social y democrático, la función de 
la prevención general positiva es esencialmente la de limitar el ius puniendi, 
ya que es una función garantista que puede ser desarrollada y limitada 
explícitamente al ámbito de la teoría de la pena, desde el punto de vista 
constitucional, estableciendo explícitamente en la carta fundamental que el 
fin primordial de la pena es la prevención del delito y que ello se realiza 
mediante la integración y la resocialización del delincuente.” (p.117) 
De lo mencionado anteriormente el autor señala que se debe definir la facultad 
sancionadora del Estado, el cual debe de adoptar una función mucho más 
garantista basándonos en la teoría de la pena, y en atención al marco 
constitucional, buscando así el interés social del hombre ya que de lo contrario se 
estaría siendo ajeno a las necesidades de este. 
Franco (2017) en su tesis titulada: “La suspensión de la ejecución de las penas 
privativas de libertad del Código Penal español: cuestiones controvertidas a las 
que se enfrentan los tribunales de justicia en su aplicación”, presentada a la 





“(…) La Ley de condena condicional (17 de marzo de 1908) hasta la 
regulación actual, ha experimentado numerosas reformas en el Derecho 
Penal Español. Sin embargo, ha mantenido su espíritu inicial basado en el 
Derecho a la 2da oportunidad del reo e inspirada en su reeducación y 
reinserción social.” (p.645) 
Lo señalado por el autor, señala que la ejecución de la pena suspendida como 
figura jurídica en el Derecho español, tiene como esencia y finalidad que el reo 
tenga una segunda oportunidad para su reinserción y reeducación en la sociedad, 
valorando los criterios que recoge la ley penal. 
Naranjo (2017) en su tesis titulada “La suspensión condicional de la pena, el 
requisito de no tener otro proceso penal y la presunción de inocencia”, sustentada 
en la Universidad Regional Autónoma de los Antes “Uniandes” para optar el 
Grado de Magister en Derecho Constitucional, enfatiza en su tercera conclusión: 
“… El Estado otorgue a aquellas personas que han sido sentenciadas a 
pena privativa de la libertad, la posibilidad de hacerse beneficiarios a una 
figura jurídica denominada interrupción condicional de la pena, y esto es una 
manera de descongestionar la gran población carcelaria que actualmente se 
encuentra abarrotada en las diferentes cárceles del país.” (p.167). 
Este autor señala que, en la legislación ecuatoriana se vulneran los Derechos 
Constitucionales tal como: la seguridad jurídica y la presunción de inocencia, hace 
un inca pie en ciertas falencias con relación al debido proceso, así como también 
a las garantías básicas de la mínima intervención. Del mismo modo, resalta 
también que una forma de evitar la sobrepoblación en las cárceles es utilizando 
de manera urgente la suspensión condicional de la pena. 
Como trabajos previos a nivel nacional, se tienen: 
Lovatón (2016) en su tesis titulada “La gestación del Estado Constitucional 
interamericano en el Perú”, tesis para optar el grado de Doctor en la Universidad 




“… Los Derechos Fundamentales no sólo debe buscarse en el ámbito 
doméstico sino también, aunque subsidiariamente- en el de la Comisión y 
Corte interamericanas. De esta manera, las perspectivas de desarrollo y 
tutela de los Derechos Fundamentales en el Estado constitucional se 
amplían y tienen ahora una nueva frontera de protección en el Derecho 
interamericano y dos órganos (Comisión y Corte) que pese a las limitaciones 
en perspectiva han jugado un papel muy importante en los últimos 50 años.” 
(p.210). 
El autor señala que en el Perú tenemos un Estado Constitucional Interamericano, 
modelo en el que positivamente no surge un distanciamiento, sino que se 
complementa con el Estado Constitucional, en el sentido, que el Estado Nacional 
recepciona un nuevo contexto interamericano y esto conduce a que ambos 
Derechos; tanto nacional como internacional interactúen constantemente 
contribuyendo en el correcto tratamiento de los Derechos. 
Mendivil (2017) en su tesis titulada: “El Derecho a la Libertad de la persona 
humana y la seguridad jurídica en el Perú”, tesis para optar el grado de Doctor en 
Derecho, presentado ante la Universidad Inca Garcilazo de la Vega, expresa en 
su quinta conclusión: 
“Los datos obtenidos y posteriormente contrastados, demostró que el 
Derecho a la libertad de la persona humana, garantiza favorablemente la 
seguridad jurídica existente en el Perú” (p.108) 
Con lo suscrito por el autor, en el Perú es importante estar al tanto de la 
importancia que abarca el Derecho a la libertad, con la finalidad que las 
instituciones encargadas de impartir justicia hagan preponderar la ley y así poder 
cambiar o mejorar la imagen del país, toda vez que, de no enmarcar dentro de los 
alcances de la norma como consecuencia se afectaría en principio la seguridad 
jurídica. 
Calderón (2018) en su tesis titulada: " La revocación de la pena suspendida por 




de mayo distrito judicial de Huánuco 2016-2017" para optar el grado académico 
de Magíster de la Universidad Nacional Hermilio Valdizán, en su segunda 
conclusión afirma: 
“La libertad anticipada en los sentenciados, influye para recobrar su libertad, 
descongestionar la sobrepoblación carcelaria, con la finalidad de resocializar 
al sentenciado.” (p. 98). 
Si bien la libertad anticipada al momento de aplicarse presenta diversos criterios 
por parte de los operadores de justicia, por lo que existe la necesidad de una 
complementación de conformidad a la propuesta teórica legislativa, con la 
finalidad de poder uniformizar aquellos criterios incompletos y no llegar al extremo 
de disolver la pena suspendida.  
Pacheco (2018) en su tesis titulada: “Necesidad de justificar la resolución que fija 
la reparación civil en los procesos penales en el distrito judicial de Huaura año 
2017”, para optar el título de Abogado en la Universidad Nacional José Faustino 
Sánchez Carrión, describe en su segunda conclusión: 
“Se ha podido advertir que actualmente la reparación civil no responde a la 
dimensión del daño causado al bien protegido, esto porque para impulsar 
dicho concepto, la víctima o su representante, tiene que haberse constituido 
en actor civil, pues el Ministerio Público cuando requiere este extremo, es 
estrictamente formalista.” (p.64). 
A juicio del autor, la R.C, en sede penal cumple solo una función netamente 
formalista, ya que no repara suficientemente el daño ocasionado a la víctima, solo 
es un requerimiento juicioso para que en parte se pueda contribuir la reparación 
del bien jurídico transgredido; opinión con la que se está de acuerdo.  
Caqui, Claveriano y Andres (2019) en su tesis “La reparación civil y su influencia 
en las sentencias penales de ejecución suspendida en el distrito judicial de 
Huánuco, año 2016-2017”, tesis para optar el título de Abogadas en la 




“El incumplimiento del pago de las reparaciones civiles fijadas en las 
sentencias de suspensión de la pena en el distrito judicial de Huánuco 
influye negativamente en el cumplimiento de las mismas debido a que no se 
analiza adecuadamente la solvencia del sentenciado para que cumpla dicha 
reparación civil. Es por ello que trae como consecuencia su revocatoria.” 
(p.144). 
El incumplir con el pago de la R.C trae como consecuencia que no se resarza el 
menoscabo causado a la víctima, generando un grave perjuicio económico para la 
misma. Por ello queda en evidencia lo deficiente que resulta la imposición del 
pago fijada como regla de conducta en las sentencias de suspensión de ejecución 
de pena.  
En los trabajos previos a nivel local, cabe citar a los siguientes: 
Quispe (2015) en su tesis: “Problemas en la aplicación de la revocatoria de la 
suspensión de la ejecución de la pena y en su posterior conversión, en la Corte 
Superior de Justicia de Lambayeque” para optar el grado académico de Maestro 
en Derecho con mención en Ciencias Penales ante la Universidad Nacional 
“Pedro Ruiz Gallo”, expresa en su tercera conclusión: 
“Aquí el sustento tanto de las medidas opcionales y la pena se origina en la 
poquísima amenaza del delincuente y lo que genera en el hecho, lo cual no 
debe ser alterado en todas sus formas solo han de efectuarse por única vez 
y no consecutivamente en un mismo proceso”. (p.161) 
El principio de última ratio señala que el Derecho Penal debe ser utilizado por el 
legislador para sancionar aquellas conductas que no tiene solución en otras 
ramas del Derecho, por lo que su máxima sanción es de la privación de libertad; 
no obstante, el Código Penal ha establecido también otras medidas como sanción 
penal tales como: los días multa, jornadas de trabajo e inhabilitación, estas 
medidas deben ser empleadas como formas de sanción a efectos de determinar 




Bravo y Díaz (2016) en su tesis: “La aplicación de medidas alternativas a la pena 
privativa de la libertad en la Corte Superior de Justicia de Lambayeque periodo 
2015”, presentada ante la Universidad Señor de Sipán para optar el título 
profesional de Abogado, suscribe en su es su tercera conclusión: 
“Para establecer medidas alternativas en donde se encuentra una persona 
que tiene como sanción; pena privativa de la Libertad se rige de acuerdo a la 
Corte de Justicia periodo 2015, por parte de la comunidad jurídica en las 
cuales manifiestan teorías tales como: T. Absoluta de la Pena, T. Relativa de 
la Pena, T. de la Prevención, T. de la Unión, además agrega principios como 
el P. de Humanidad, el P. de Lesividad, P. de Proporcionalidad, por lo que 
no debe confundirse con disposiciones que determinan en otros países 
como Alemania, Brasil, Estados Unidos y por el contario un 47% considera 
que se debería de aplicarse dichos planteamientos.” (p. 200). 
En ese sentido, se considera que la población encuestada no considera la T. 
Absoluta de la Pena, pues establece que se debe imponer al sentenciado la pena 
máxima del tipo penal, señala también que las penas deben ser preventivas. 
Asimismo, la teoría como mínima intervención, sugiere que el Derecho Penal sólo 
debe actuar en casos necesarios y no en todos los problemas que acarrea esta 
sociedad, estas teorías no son tomadas en cuenta cuando se aplica las medidas 
de protección, por lo que se deduce que existe un sector considerable que es de 
la opinión, que dichas teorías deben ser estimados para los planteamientos y 
ejecución de otras medidas que instaura el Código Penal.  
Adrianzén (2017) en su tesis: “Prisión efectiva por revocatoria, la pena en los 
delitos de O.A.F en el distrito de Lambayeque 2012-2014” para optar el grado 
académico de Maestro en Derecho con mención en Ciencias Penales en la 
Universidad Nacional “Pedro Ruiz Gallo”, enfatiza en su primera conclusión: 
“El estudio arrojó que la finalidad de la pena es prevención, protección y 
resocialización sí se cumplen al revocar la condicionalidad de la pena en los 
delitos de O.A.F del distrito de Lambayeque, en el período 2012-2014; ya 




Lo señalado por el autor, no se comparte, porque la realidad jurídica y procesal 
permite demostrar que las personas condenadas con pena suspendida, en los 
casos de O.A.F reinciden en dicho comportamiento o no cumplen con el acuerdo 
arribado mediante terminación anticipada o conclusión del proceso. Si bien la 
prisión por deudas no es sancionada ni regulada, pero en la Constitución si existe 
una excepcionalidad a la regla y es la no prisión por deudas cuando se trate de un 
tema de carácter alimentario.  
Quiroz (2018) en su tesis: “La positivización de la determinación judicial de la R.C 
en el ordenamiento jurídico penal peruano”, tesis presentada para optar el grado 
de Maestro en Derecho con mención en Ciencias Penales. Universidad Nacional 
“Pedro Ruiz Gallo” sostiene en su segunda conclusión: 
“Se concluye que las causas que le permitieron decidir al legislador, es por lo 
menos hacer un balance y aliviar a las victimas brindándoles una reparación 
civil que vaya a la par con la pena: necesidad jurídica de reparar el daño 
ocasionado y esta reparación así mismo es concordante respetando lo que 
establece los principios de la celeridad y economía procesal.” (p. 191) 
En atención a la opinión del autor, conceptualiza la Reparación Civil en la pena, 
aclarando que dicho pago, es un aspecto de responsabilidad civil extracontractual, 
más no se debería de entender como un fin punitivo. Lo que conlleva a 
reflexionar, en un lenguaje no romántico, el Código Penal distingue el no pago de 
la R.C y lo sanciona revocándole la pena. 
Darío (2019) en su tesis: “Propuesta de modificación para derogar el inciso 3 del 
artículo 367 del código penal peruano aplicando del principio de proporcionalidad 
para adecuar la sanción penal” presentada para para optar el grado académico de 
Maestro ante la Universidad Señor de Sipán indica en su primera conclusión:  
“En el análisis de las sentencias se concluye que existe falta de 
proporcionalidad en las penas de nuestro ordenamiento jurídico penal, por lo 
que se recomienda a los legisladores, cuando se pretenda modificar el CP, 




penales colisionen con los principios básicos del Derecho penal, así como 
también de los preceptos constitucionales.” (p.93) 
El autor refiere que es necesario encontrar nuevas y acertadas soluciones en el 
sistema penal, teniendo en consideración la proporcionalidad de las penas 
evitando que los principios básicos del derecho penal y las normas 
constitucionales sean transgredidos.  
Como Derecho Fundamental la vida y libertad son expresiones esenciales en la 
Dignidad, al referirnos a la vida nos enfocamos en un término biológico y libertad 
como propia expresión de la presencia humana, estos dos Derechos suman la 
máxima representación de la persona. 
El autor Mendevil (2017) es un referente muy importante en el campo del 
Derecho, pues señala que el Derecho a la libertad es el valor superior del ser 
humano, agrega también que se puede definir como aquella atribución que tiene 
cada persona en decidir qué hacer y que no hacer, de acuerdo a los límites que la 
ley imponga, es preciso indicar que la libertad es aquella autodeterminación de la 
voluntad, sin transgredir los Derechos de los demás pues está intrínsecamente 
unido al interés social. 
Para el autor Fernández (2015) en síntesis, nos menciona que el Derecho a la 
libertad supone la posibilidad que tiene toda persona en decidirse por un plan de 
vida para realizarse plenamente como hombre, dentro del bien común. Es así que 
podemos ultimar que el hombre es el único que es libre y este es un Derecho 
personalísimo y la libertad consiste en hacer lo que se puede y se debe hacer.  
Es importante recordar que tanto la libertad y la igualdad son también elementos 
primordiales en la elaboración del catálogo de Derechos, motivo suficiente para 
ser considerados dentro del plano de principios de los Derechos Humanos y/o 
Derechos Fundamentales, denominándolos como valores superiores los cuales se 
prolongan en la vida social, a través de los incuestionables Derechos 
Fundamentales. 
En un sentido más genérico se entiende por libertad como aquella facultad del ser 
humano para pensar, expresarse, obrar y decidir, siempre que actúe dentro de los 




un auténtico valor muy superior, pues es la libertad, la que nutre de sentido a la 
dignidad, a la justicia, a la igualdad, y a otros Derechos que puedan añadírsele 
como originarios de ella. 
Por otro lado, el autor Castellanos (2016) de acuerdo con lo ya señalado 
menciona que; en todos los tiempos, la libertad es uno de los Derechos más 
importante y significativo del ser humano. Es así que, en un marco de legalidad y 
normas sociales, se debe de respetar el Derecho fundamental que todo hombre 
posee y además debe ser reconocido como tal. 
En seguimiento a lo anterior, es considerable tener claro que los Derechos 
Fundamentales representan aquel resultado de las diversas fuerzas sociales, por 
lo que el Derecho a la libertad es un Derecho fundamental y debe ser reconocido 
en todas sus latitudes.  
Los Derechos Humanos o también conocidos como Derechos naturales son el 
resultado de las necesidades de la libertad, igualdad, seguridad y de la plena 
realización de las personas. Como Derecho fundamental, garantiza que no se 
afecte la libertad física de las personas, esto lo encontramos expresamente en la 
Carta Magna (artículo 2, inciso 24). Efectivamente la libertad es una institución 
con objetivo valorativo primordialmente de nuestro Estado tanto social y 
democrático.  
Asimismo, Fernández (2015) indica que, mediante resolución motivada, el juez 
debe tomar muy a consideración los elementos de convicción, atendiendo la 
naturaleza, el fin de la medida, y los motivos que justifican la limitación, sin dejar 
de lado principalmente el principio de proporcionalidad.  
Se considera de gran importancia desarrollar el Principio Internacional de la 
prohibición de la prisión por deudas, de lo mencionado podemos deducir que la 
jurisprudencia constitucional garantiza que las personas que tengan deudas no 
sean sometidas a prisión ya que, de existir una sanción penal, se estaría 
afectando los Derechos de la persona. 
De acuerdo con lo señalado por el autor Córdova (2019) ningún ordenamiento 
jurídico de los demás Estados miembros, está facultado a violar o lesionar la 
normativa jurídica de los Derechos Humanos, el mismo que se encuentra 
reconocido por los tratados adscritos. Sobre ello, es necesario enfatizar, que 




tratados y normas de índoles internas desarrolladas en un Estado, los mismos 
que serán abordados más adelante. 
En la protección de jurisdicción internacional, se pueden encontrar importantes 
cuerpos normativos, tales como; “La Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre”, la “Convención Americana sobre Derechos Humanos” y el 
“Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos”. 
Al respecto, los últimos tratados de ámbito internacional, las mismas que se 
encuentran dentro de lo vigente, son los que más afluencia de aplicación poseen, 
por los diferentes tribunales de los Estados miembros, descubierta el 05 de enero 
del año 1991, en el diario oficial “La Convención Americana” y, por otro lado, el 
“Pacto Internacional”, el mismo que tiene de fecha el 29 de abril del año 1989. 
La prohibición de la prisión por deudas en la “Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre de 1948”: Al respecto dicha normativa se, 
configura en la prohibición del mismo que se encuentra establecido por el articulo 
XXV, inciso 2°, el cual indica que; ningún ser humano puede ser arrestado por 
incumplir ciertas obligaciones de naturaleza civil. Esta legislación normativa, se 
encuentra reconocida por los diferentes cuerpos legales, el mismo que se refiere 
a la prohibición de detención que posee un carácter bastante restringido, norma 
que se verá más cercana al “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos” 
que a la “Convención Americana sobre Derechos Humanos”. 
Antiguamente las personas eran condenadas por insolvencia económica, sin 
embargo en la actualidad esto ha ido cambiando porque ahora existe la 
prohibición de la prisión por deudas en tratados internacionales como en el “Pacto 
de San José de Costa Rica”: Al hacer referencia de la “Convención Americana de 
Derechos Humanos”, la misma que es habitualmente conocida con el nombre de 
“Pacto de San José de Costa Rica”, siendo este último, uno de los tratados de 
carácter internacional de Derechos Humanos que mayor relevancia ha tenido para 
los demás Estados americanos, y que también forma parte de nuestro Estado 
Peruano. 
 
Así mismo, el tema de prohibición por deudas se encuentra ratificado y 
consagrado por el articulado 7.7. del “Pacto de San José”, el mismo que es 




señalado es rescatable la importancia sobre los artículos 1° y 2°, el mismo que es 
establecido por la parte I de la Convención, el cual prioriza la idea de hacer 
respetar los Derechos personales, libertades, y también de reconocer su libre y 
pleno ejercicio del ser humano, por otro lado, realiza ratificaciones adoptando 
aquella normativa legisladora que contenga carácter necesario para hacer 
efectivo dichos Derechos. 
Siendo la enunciación siguiente; “Ningún sujeto será detenido con causa de 
deudas, sin embargo, es preciso señalar que dicha normativa no abarca sobre 
aquellos incumplimientos de carácter familiar alimentario” el mismo que es dictado 
por la autoridad judicial. Por ello, el único caso que es exonerado, según lo 
establecido por la convención, es aquella privación de libertad por concepto de 
deudas de obligaciones alimentarias.  
En efecto se ha observado que con esta razón se eliminan la prohibición de 
detenciones coercitivas, los mismo que son reconocidos por algunos 
ordenamientos jurídicos, en donde se ejerce la privación de la libertad al deudor 
alimentario, con el fin de que el obligado cumpla, esto también se celebra en 
nuestra normativa peruana. 
La historia revela que la pena, se creó frente a las conductas antisociales, en 
Grecia se elaboró una teoría carcelaria que se asimila a la que tenemos 
actualmente, partiendo de la idea que la pena pública, surge de un largo proceso 
de monopolización por el Estado, superando el régimen imperante de la venganza 
contra el opresor e introduciéndose un mecanismo de enjuiciamiento de los 
hechos. 
La creación de las normas jurídicas, es gracias a ese proceso dinámico, el cual 
implica que estas no pueden ser transgredidas de lo contrario generaría una 
sanción denominada pena, con la única finalidad de poder conseguir seguridad 
jurídica. Por ende, la pena significo un medio convincente para hacer frente a los 
actos delictuosos contrarios a lo que estipula la norma en el ordenamiento 
jurídico, el correctivo de privación de la libertad en un primer momento significo un 
buen avance, pero su aplicación resulto muy excesivo así que no fue bien vista, 
por ende, se desarrolló otras sanciones que no vulnere la Dignidad de la persona.  
La libertad en el Perú, es el bien más importante del hombre, pues solo debe 




pueda aplicarse al sentenciado. Es así que debe ser proporcional al ilícito penal 
cometido, de tal forma que resulte ser justa puesto que debe existir una relación 
proporcional entre la gravedad del hecho punible y la sanción a imponerse, siendo 
esto que no todo hecho punible debe ser sancionado con una pena privativa de 
libertad, para ello existen otras clases de pena o medidas alternativas. 
Al hacer referencia la palabra pena, el mismo que es proveniente del latín griego 
poena y que tiene por significado, punición, salvajismo y angustia, dicho concepto 
es configurado como aquella definición formal de la normativa jurídica del 
Derecho, siendo la acción de sancionar al sujeto que viola o infringe la Ley, 
resultando este como responsable o culpable del hecho delictivo (Cárdenas, 
2004). 
En efecto, se trata de un término creado por el legislador, de manera literal y 
estricta, teniendo como respaldo un Principio Constitucional, como lo es el 
“Principio de Legalidad”, el mismo que trata de sancionar aquella persona 
criminal, siempre y cuando el hecho este prohibido por ley.  
Es por ello, que el mencionado principio, es reconocido por la doctrina, bajo la 
denominación latina nullum crime, nulla poena sine lege, y guarda su cimiento en 
la Carta Magna de 1993, en donde refiere que; ninguna persona será objeto de 
ser procesado ni sentenciado por aquellos actos que no estén reconocidos por 
ley, de manera expresa e incuestionable. 
Por lo tanto, la pena, es considerada como el conjunto de acciones que va a 
sancionar el hecho punible, el mismo que es determinado por la autoridad 
competente, dentro del desarrollo del debido proceso. Desde un enfoque legal la 
pena se circunscribe a un sufrimiento que el ordenamiento impone por haber 
cometido un hecho ilícito. A nivel sociológico, se concede a la pena como medio 
para que los sentenciados se abstengan de volver a cometer hechos delictivos; 
unificando dichos términos, existe una idea base en donde se considera a la pena 
como un castigo proporcionado. 
Al hacer mención el termino de proporcionalidad, fundamentalmente justifica un 
Derecho Constitucional. Se puede conceptualizar a este principio como un 
conjunto de criterios que coadyuvan a medir la licitud de cualquier interpretación 




El 06 de marzo de 1985 (Decreto Legislativo 330), Código de Ejecución Penal, 
dispone que la ejecución de las penas tiene como objetivo la reeducación, 
rehabilitación y reincorporación del internado a la sociedad. En el nuevo Código 
Penal de 1991, en el artículo IX del Título Preliminar, señala que la pena tiene 
fines de prevención, protección y resocialización”. (Muñoz y García, 1998, p. 679). 
Se menciona que el Código Peruano determina la finalidad de la pena, dicha 
suspicacia estará a cargo de un sistema de prevención del delito, desde la 
juventud; así como también medidas legislativas y buena cooperación por parte 
de la Policía Nacional. La protección a cargo del Poder Judicial al imponer una 
sanción a los delincuentes será útil para brindar protección a la sociedad de estos 
individuos delictuosos. También es importante recalcar que el Instituto Nacional 
Penitenciario (INPE) ejecuta medidas para conseguir la resocialización de los 
internos. 
Asimismo, al imponerse una sanción penal, aún se debe tener presente los 
Derechos Humanos porque el individuo sigue siendo una persona igual que 
nosotros. El art. IX del Título Preliminar del CP, resalta la función que cumple la 
pena, como lo es el de prevenir, proteger y resocializar. De otro lado el sistema 
penal determina la finalidad de la pena, y estos deben efectuarse en distintas 
esferas en donde se tiene la intervención de la Policía Nacional del Perú, 
Ministerio Público, Poder Judicial y el INPE, pero esto no se cumple a cabalidad 
por cuestiones de irrisorios presupuestos. 
En la legislación comparada se tiene en Brasil, Akemi (2015) señala que, la 
aplicación de las sanciones penales por las infracciones graves de los Derechos 
Humanos, son reconocidas y aceptadas como una norma formal o 
consuetudinaria, se fortalece mediante el establecimiento de tribunales 
nacionales, desde el Tribunal de Nuremberg hasta la Corte Penal Internacional 
actual, por los conceptos de jurisdicción universal, propulsados por el Derecho 
Internacional, Derecho Humanitario, Tratados, así como convenios de Derechos 
Humanos. 
En concordancia con la Condena Condicional en la Legislación Comparada se 
desarrolla lo siguiente: La legislación española que es objeto de análisis, esta fue 
incorporada en el año 1908, y es por eso que el Código de 1995, trata de 




aquellas que encuentran reguladas por los artículos 80° y 87°, las que tienen las 
siguientes características: 
A) A manera general la sanción es impuesta cuando aquella pena no excede 
a los 2 años de pena privativa de libertad, siendo tal aplicación para 
aquellos infractores que hayan incurrido por primera vez. 
B) Con respecto a lo formal, aquella concesión de la suspensión solo es 
efectiva cuando la sentencia se materializada, siendo tal inscripción 
ejecutada en una sección especial, la misma que encontramos en el 
registro correspondiente. 
C) Como requisito principal, es que el condenado no vuelva a cometer 
diferentes delitos, durante el periodo de prueba, la misma que comprende 
un plazo de 3 meses a 5 años, dependiendo la pena asignada, la gravedad 
del delito y las diferentes cualidades del procesado, siendo facultad del 
juez sentenciar diferentes reglas de conducta. 
D) Existe la posibilidad que el imputado incumpla o viole las diferentes reglas 
de conducta, y esto conduce en efecto revocar la pena, pero preexiste el 
caso, en que las diferentes infracciones puede ser objeto de suplantar la 
regla impuesta por otra y aplazar el término de prueba, sin que esta pueda 
excederse a los cinco años. 
Es por ello, que, si se efectuare una nueva revocatoria directa a la 
suspensión, cometiéndose un nuevo delito, ejercido durante el plazo de 
prueba, en efecto también, resultaría su inscripción en registro central de 
penados y rebeldes. 
E) Con respecto, al plazo de suspensión si esta caduca y el imputado haya 
considerado las diferentes reglas de conductas asignadas, o sucede el 
caso de que no haya ejercido delito alguno, tendrá como efecto que se 
declare la expedición de la pena, ordenándose la anulación de inscripción 
en el registro central de penados. 
En efecto, cabe resaltar que la normativa del Código Penal Español, reglamentan 
dos supuestos especiales de suspensión condicional de la pena, pero dichos 
supuestos se basan principalmente en un estado de enfermedad de carácter 




imputado sería un agente incapaz debido a su dependencia con al alcohol y 
drogas. 
En lo referente a la normativa latinoamericana, la figura de suspensión de 
ejecución de la pena, cumple una regulación que es muy parecida, a la regulada 
por la normativa del Estado peruano, sin embargo, se puede observar diferentes 
cuestiones con respecto al también llamado tiempo de prueba. 
Lo que enmarca el Código Penal de la legislación Brasilera respecto a que la 
prórroga no debe superar el período, cuando se dé ofrecimiento de la 
demostración que lo constate por lo que no debe de extenderse de 2 a 4 años; en 
cambio en la legislación Colombiana respecto a esta materia recibe el nombre de 
subrogado penal como condena de ejecución condicional por lo establece en 
límite y no debe superar los tres años y cuando se presentan los medios 
probatorios por el contrario se puede prolongar a cinco años.  
En lo que se refiere a la suspensión de la ejecución de la pena en nuestro país 
comprende lo siguiente: dicha medida consiste en aquel procedimiento habitual 
de restricción de las penas en que se priva la libertad de una persona, la misma 
que tiene diferentes apelativos, conocido como la condena condicional y 
suspensión de la ejecución de la pena. Pero resulta que, en algunos Estados 
utilizan paralelamente las dos denominaciones, como es el caso de la normativa 
peruana, siendo tipificado en el Código Penal artículo 57° y artículo 58°.  
Por otro lado, haciendo un análisis doctrinal y normativo, resulta más apropiado la 
utilización de la expresión suspensión de la ejecución de la pena, a razón que, 
algunos doctrinarios refieren que la condena no suspende los derivados efectos 
accesorios o la tan mencionada indemnización civil, puesto que lo único que se 
suspende es aquella ejecución de manera efectiva de la pena privativa de 
libertad, la cual es asignada mediante sentencia al condenado.  
Para otros autores la suspensión de la pena debe fundamentarse en estrategias 
para entender al delincuente, debido a que es un ser humano y por ende una 
persona con raciocinio, asimismo debe considerarse que el delito es sancionado 
mediante una Ley. Esta debe reconocerse a toda persona sentenciada con pena 
suspendida de la libertad, si bien el juez pueda dictar ciertas medidas de 




lugares de dudosa reputación, y llegar a firmar mensualmente, esta no debe 
entenderse como una violación a su Derecho de la libertad. 
Ahora bien, al respecto el autor Cobo (como se citó en Prado, 2011), señala que, 
nos encontramos frente a una medida que pone en suspensión la ejecución de la 
pena de libertad, más no la renovación de la pena, ya que así lo establecen 
algunos ordenamientos jurídicos. Este autor indica que la interrupción de la 
condena, no se configura como aquel medio de sustitución de la pena, si no por el 
contrario, una renuncia momentánea que puede revertirse definitivamente. 
Dicha figura, es desarrollado como diferente formas en el sistema de régimen de 
la libertad, es decir, su efectividad reside en enajenar de manera momentánea la 
realización condenatoria, la misma que es impuesta al procesado, siendo de tal 
manera, que el sentenciado no haga su ingreso a un centro penitenciario, con la 
finalidad de consumar la condena fijada por el magistrado, por el contrario 
consiste en dejarlo en libertad, bajo el acatamiento de las reglas de conductas, 
para el bienestar de sociedad, como ejemplo la obligación de no  cometer 
acciones delictivas. 
De tal forma que las diferentes reglas y demás obligaciones impuestas al 
condenado, deberán ser fiscalizadas por un plazo perentorio o tiempo que regula 
la ley o en su defecto la sentencia, el mismo que es conocido como periodo de 
prueba, por otro lado, vale decir que si el indicado plazo caduca sin que hubiere 
existido algún incumplimiento de por medio de las RC, se tiene por cumplida la 
pena y se elimina aquella condena correspondiente; sin embargo, para aquel caso 
en que el condenado hubiera incumplido aquellas RC o demás obligaciones, 
tendrá como consecuencia, proceder a aplicarse mayores restricciones o como 
también revocarse la suspensión, lo que significa que deba cumplir de manera 
total la sanción penal. 
Con respecto a la Pena Suspendida en el Código Penal Peruano de 1924 y 1991 
comprende lo siguiente: Haciendo referencia en el Derecho Peruano, fue regulado 
como la figura de condena condicional, el mismo que tipificaba aquel Código 
Penal del año 1924, pero exoneraba delitos culposos; sin embargo, con el 
transcurrir del tiempo, dicha normativa sufría diferentes reformas en el Código de 
Procedimientos Penales, el mismo que amplió su condena no superior a dos 




Asimismo, en el C.P (1991), en el capítulo IV; del título III, entre los articulados 
57° al 61°se incluye como suspensión de la ejecución de la pena, las siguientes 
exigencias que sirven de procedencia, los mismo que son dos: 
A) Que, aquella medida condenatoria imputada al penado, sea menor a los 
cuatro años, y que no transgredan a otro tipo de sanciones que deben ser 
establecidas de manera conjunta. 
B) Así también, basándose en la acción y la personalidad del agente infractor, 
el magistrado estime un pronunciamiento beneficioso sobre el futuro del 
condenado, previendo así que el sentenciado no cometa acciones delictivas. 
Es así, que aquella suspensión de la ejecución de la pena condenatoria, asume 
un carácter facultativo donde, el Juez y su sentencia deberá estar bien motivada, 
pero evaluando los diferentes casos, lo habitual es que la concesión se vincule 
dependiendo la gravedad del hecho delictivo. 
Con respecto al plazo perentorio que establece la normativa, este abarca entre 
uno y tres años, el mismo que el juez debe valorar y cuantificar de modo correcto 
y dependiendo el caso en la sentencia, tratándose de un imperativo legal, dicho 
plazo no puede sobrepasar al de un año aproximadamente, actuando de manera 
coherente y flexible con el fin de que el condenado cumpla positivamente con lo 
establecido por las reglas de conducta. 
Es menester disertar que, con respecto a las diferentes reglas de conducta 
impuestas al procesado, las mismas que se encuentran reguladas por el 
articulado 58°, en donde se describe opciones, el juez está facultado a integrar 
otras normativas dependiendo la valoración que estime, pero que dicho 
dispositivo legal a imponer no transgreda la integridad del condenado. 
Al hacer referencia sobre aquella reparación o indemnización del daño causado, 
esta puede incluirse como una regla más de conducta, pero existe la posibilidad 
en que el condenado anticipadamente haya fundamentado su imposibilidad de 
cumplimiento con tal obligación. Es por ello que, si el pago por concepto de la 
reparación no se regula literalmente en la resolución de la sentencia como una 
RC, la efectividad de ejecución subsistiera externamente sobre la suspensión de 
ejecutarse la sentencia. 
Es así, que las reglas de conducta deben ir acorde con la personalidad y 




especificadas y determinadas, ya que es ilógico, imputar al condenado aquellos 
cumplimientos de obligaciones confusas y erradas. 
En efecto, el incumplir las normas de conducta, este es regulado expresamente 
por el artículo 59° del Código Penal y puede ser desarrollado en tres tipos de 
ordenanzas: 
A) Existe una previa represión que le hace al condenado, la misma que puede 
realizarse en acto público, y con asistencia de este al juzgado que lleva a 
cargo el proceso, y también puede efectuarse mediante un aviso judicial. 
B) El Plazo perentorio de prueba, alcanza entre la mitad del plazo fijado 
mediante el dictamen judicial, el mismo que debe tener un límite de tres 
años, sin embargo, existe un extremo plazo que podría acarrear en seis 
años, siendo tales valoraciones lo que crea conveniente el juez 
dependiente las diferentes casuísticas. 
C) Haciendo referencia la figura de revocación de la suspensión, con respecto 
a ello, resulta una normativa más severa, siendo uso de manera 
excepcional, la misma que es utilizada después de haber agotado el uso de 
sanciones como amonestación o de prórroga, es decir, su aplicación debe 
abarcar el nuevo delito accionado por el imputado. 
Por eso es necesario señalar, que el supuesto de revocación se ejecute por la 
nueva comisión del delito doloso, la misma que es accionada dentro del plazo de 
prueba. Como se indica, en el artículo 60°, y el inc. 3 del artículo 59°, la misma 
que señala la ejecución total, de la pena suspendida. Ante ello, si el lapso de 
plazo de prueba se da por concluido, y no existe alguna realización de nuevo 
delito, dicha condena se configura como no pronunciada, lo que significa que esta 
acarrea en anulación de los antecedentes penales del imputado. 
Con respecto a las reglas de o se basan en los ejecutados de la pena y ante esto, 
nada tiene que ver la cancelación de la reparación civil puesto que tiene una 
naturaleza jurídica indemnizatoria. Por consiguiente, el órgano judicial, no debería 
de considerar dicho pago como una regla de conducta, porque esto resulta ser un 
postulado inquisidor, dentro de un Derecho Penal democrático.  
En el mismo sentido los jueces de la Corte Suprema se han pronunciado y en 
síntesis lo que concluyen es que la cancelación de la suma fijado por el concepto 




ejecución de la pena exigiendo de pago, debiendo entonces utilizarse otros 
mecanismos de carácter civil. 
Ciertamente, las reglas de conducta tienen como finalidad asegurar el éxito de la 
suspensión de la pena, así como también la obtención de un resultado de 
rehabilitación social. Ya en la realidad, los administradores de justicia se rigen a 
las reglas de forma general, el legislador tendrá que apartarse de sus 
pensamientos tradicionales, comunes y aterrizar a una realidad donde el 
condenado tenga que tener un comportamiento adecuado y que estos sean 
accesibles y controlables por él.  
Duración del período de prueba: Se entiende que el actor del delito, no debe 
desmerecer con su comportamiento luego de habérsele dictado sentencia, 
cuando este hubiese sido acompañado con suspensión de la ejecución de la pena 
o reserva del fallo, por ello no habría razón para que se desmerezca tal 
comportamiento posterior a la sanción mencionada.   
El último párrafo del artículo 57° y el artículo 62° demuestra que, en relación al 
período de prueba, éste tendrá que durar entre 1 a 2 años; y que en el caso de 
que estuviésemos ante una reserva de fallo, el mencionado plazo iniciará su 
contabilización desde que la decisión adquiere calidad de cosa juzgada.  
En cuanto a su flexibilidad y tiempo mínimo del plazo, el artículo 57 resulta tener 
criterios más razonables que el artículo 55, esto en relación al anterior Código 
derogado donde se daba un plazo único de 5 años. Ahora los criterios que asume 
el juez son basados en la personalidad de la persona condenada y de la situación 
en especial, logrando la individualizar el tiempo entre 1 año como mínimo, y un 
máximo de 3 años. 
La razonabilidad adoptada se rige conforme al juicio de la legislación extranjera, 
ante esto el legislador ha decidido darle cierta autonomía al juez para que éste, 
bajo su criterio de razonabilidad sea quien establezca la duración del plazo de 
prueba. De esta forma, se guarda respeto a sus propósitos, teniendo como factor 
importante el aspecto de la persona que está siendo condenada.  
El incumplimiento de las reglas de buena conducta comprende lo siguiente: Al 
momento de otorgarse el período de prueba, la persona que ha sido sentenciada 
debe tener un buen comportamiento; sin embargo, no es menester que éste tenga 




cumplimiento y para el nacimiento de un nuevo delito durante el período de 
prueba (artículos 59° y 65°).  
Se debe tener en cuenta, ante un incumplimiento de las exigencias previstas, esto 
no significa que se tenga que revocar de manera automática la suspensión de la 
ejecución de la pena; tal como lo disponía el anterior Código (artículo 56°). En ese 
sentido, con la nueva regulación se entiende que la persona condenada sea 
advertida por el juez, que en caso de volver o continuar actuando contra las RC 
se accionará con medidas en su contra.  
Debe tomarse en consideración lo establecido por el artículo 59° al igual que el 
artículo 65°, aquellos sustentan que el encargado de impartir justicia, debe 
proceder de forma sucesiva al momento en que se ordene tales efectos. En 
cuanto se refiere a las violaciones simples de las reglas de conducta, el 
encargado de imponer justicia, tendrá primero que reprender a la persona 
infractora. Esta advertencia tendrá como fin perseguir las medidas relacionadas a 
la prórroga del período de suspensión o revocación de la misma.  
La amonestación, entendida como la advertencia, en el artículo 65°, refiere a la 
notificación donde se le llama la atención al condenado ante el incumplimiento de 
las RC interpuestas en su contra, advirtiéndole sobre las consecuencias que éstas 
acarrearían si continúa haciéndolo. Para ello, la expresión de la advertencia, se 
debe dar de manera formal y clara, con la intención de lograr que el sentenciado 
efectúe las condiciones que se le han impuesto. Cabe señalar que, la advertencia 
no es necesario se haga de forma oral y en presencia del condenado; además se 
debe tener en cuenta que la amonestación se haga por escrito y cuidando que el 
interesado tenga conocimiento.  
El período de prueba establece una medida que debe aplicarse de ser necesaria, 
pues la fundamentación de la misma no debe guardar un carácter represivo, sino 
que debe ser preventivo especial. 
Referente a la obligatoriedad que tiene el órgano jurisdiccional, es que este debe 
tener la seguridad de establecer un aplazamiento indispensable para la 
rehabilitación social del procesado; en consecuencia, el legislador condiciona la 
potestad que emana del órgano jurisdiccional estableciendo un término el cual no 
debe excederse de la mitad del plazo de cual se le asignó por lo que no debe 




Es importante desarrollar las teorías de la función de la pena, tenemos: Las 
Teorías Absolutas o Retributivas: Kant y Hegel (como se citó en Amat, 2017) son 
considerados como los máximos representantes de estas teorías. La naturaleza 
de la pena radica en aquella imposición de sanción a cambio de un mal cometido, 
sin embargo, posee un tiempo de prescripción, lo que permite el fin de la sanción, 
y a través de dicha figura, se cumple con hacer justicia al responsable del delito. 
Es así que, esa teoría guarda relación con el principio arcaico del Talión; ojo por 
ojo y diente por diente. 
Un aspecto positivo es que esta teoría, todos los habitantes de determinada 
sociedad llegaran a un acuerdo en conjunto, acerca de la disolución de esta, 
antes de accionar con ello, debería ejecutarse al último agente delictivo que esté 
cumpliendo condena en prisión, quedando como muestra de ejemplo y así todo el 
mundo reconociera que de acuerdo al delito que cometes, es el trato que 
mereces. Por ello, el autor en evocación, concluye que la pena cumple una 
especie de retribución por aquel delito cometido, teniendo doble función tanto de 
conseguir un bien para el delincuente como también a la sociedad. Siendo así, 
que la pena se justifica para castigar una acción delictiva, ejercida por el 
delincuente. 
Subsiguientemente Hegel (como se citó en Amat, 2017), tomando en cuenta la 
lógica, concibe el delito, como aquella negación del ser humano al hacer lo 
correcto de acuerdo con el Derecho, es por ello, que las diferentes normativas 
reconocen a la pena, como aquella manifestación que simboliza la voluntad 
general, mediante la figura de la pena, niega la voluntad especial del agente 
delictivo, al ejercer alguna acción que viole la norma jurídica. 
Es por ello, que esa idea de retribución, de alguna manera tiene fuerte impacto en 
el pueblo en general, ya que la comunidad se levanta y hace frente, al exigir 
condena sobre aquellos hechos criminales. Por otro lado, al tomar en cuenta las 
diferentes ideologías religiosas, también mantienen una postura de reparación 
justicia para el mal ejercido (delito), por tanto, la venganza y el castigo han sido 
ideas, están basado en una imagen retributiva de la pena. 
Las teorías Relativas o Preventivas: estas persiguen el fin de la pena, teniendo 
una rotunda oposición a las teorías absolutas, en tal sentido, la pena no cumple 




sociedad, en efecto sirve como un medio de prevención que va favorecer la paz 
social. 
Dicho pensamiento, hace su aparición en la historia del Derecho, ya que Platón, 
señalaba que a ningún sujeto se le condena por que ha pecado, sino más bien 
para que no lo vuelva hacer. 
Por lo tanto, encontramos una notable diferencia, entre la pena retributiva y la 
teoría de la prevención, puesto que este último, se fundamenta en hecho delictivo 
y su futura infracción penal. Es por ello, que las teorías de la prevención se 
dividen en teorías de prevención general y teorías de prevención especial. 
Siendo así, la teoría de prevención general, trata de causar intimidación general a 
los ciudadanos, con el objetivo de que abandonen la vida con comisión de delitos, 
en tal sentido fue el alemán penalista llamado Feuerbach, quien, a principios del 
siglo XIX, indicaba que aquellas teorías de prevención significaban una especie 
de amenaza penal.  
Asimismo, es necesario señalar que el fin de esta teoría es tratar de apartar al 
delincuente a que siga incurriendo en la comisión de futuros hechos delictuosos, 
ya sea ejerciendo corrección o intimidación. Por lo que se tiene al principal 
representante llamado Franz Von Liszt, quien alega al sujeto delictivo como 
núcleo del Derecho Penal, y la pena como el conjunto de normas que van a 
regular el comportamiento del ser humano, mediante la utilización de corrección, 
intimidación y aseguramiento de que el delincuente no vuelva a infringir la norma. 
El nombrado autor, refiere que la pena es considerada como un aviso para el 
delincuente, que puede ser procesado, si incurre en diferentes delitos también, 
señala acerca de la etapa de resocialización, que tiene por objeto reeducar al 
interno, durante el tiempo que dure en el centro penitenciario. 
Las Teorías de la Unión o Mixtas, alternan de ser un punto mediador entre las 
Teorías Absolutas y Relativa. Pues, toda teoría adopta diferentes posturas que no 
necesariamente van a coincidir una con la otra, y esto debido a que, las teorías de 
retribución y prevención, suelen ser antagónicos, por ello no pueden estar 
subordinado una sobre otra, si no por el contrario de manera conjunta, ya que, la 
retribución toma en cuenta el pasado, es decir, el delito ya efectuado, pero la 
prevención, se proyecta al futuro, teniendo como fin que el delincuente no vuelva 




Potro lado, para Horvitz, ninguna de estas dos teorías, comprende de manera 
total la pena, ya que se centran las partes intervinientes de este fenómeno. 
En atención a lo mencionado hasta este punto, estas teorías están expuestas a 
ser objeto de fracaso ya que, para ellas lo principal es la mera retribución justa del 
delito, el mismo que es desarrollado dentro de un marco de retribución, y con el 
castigo se busca que exista fines de prevención para bienestar tanto del 
delincuente como de la sociedad en general. 
Para aplicar la sanción de la revocatoria de la pena, debe de existir ciertos límites, 
esto es que, el sentenciado haya incurrido en un nuevo delito doloso mereciendo 
que se le revoque la pena. No cabe revocar el régimen de suspensión solo por el 
incumplimiento del pago de la RC, como lamentablemente ha venido ocurriendo 
en la praxis de nuestro país. 
En el Derecho comparado, se ha consultado a la legislación de España, 
Colombia, Argentina, Alemania los cuales indican que no existe restricción para la 
diligencia de la suspensión de la pena en razón del delito cometido, sin embargo, 
si toman en consideración requisitos tales como: la peligrosidad del agente, la 
reincidencia, la aplicación de las reglas de conducta, condiciones personales 
entre otras, y es que la suspensión de la pena responde a otros fines. 
Esta figura jurídica, reside en intercambiar la ejecución de la pena privativa de 
libertad por un periodo de prueba, en donde el forzado está sujeto a ciertas reglas 
de conducta. Debe tenerse claro que en la suspensión de la pena el juez emite 
una resolución de sentencia, donde se pronuncia acerca de la sanción 
condenatoria, sin embargo, la ejecución de la condena queda suspendida con la 
condición que el sancionado cumpla determinadas reglas de conductas. 
Es preciso analizar el artículo 57° del Código Penal, pues destaca las 
obligaciones para la suspensión de la pena: primer requisito consiste en que la 
pena a imponer no debe de superar los cuatro años. Así mismo al hacer 
referencia límite a los cuatro años nos lleva de lleno al tema de la utilidad y 
conveniencia político penal de las penas de corta duración. La aplicación de la 
pena adquiere consistencia y fuerza en: socializar a sujetos primerizos que han 
cometido delitos de escaso o mejor aún no elevado injusto penal y gravedad.  
Como segundo requisito, pronostico favorable; este consiste en la construcción de 




la clase de delito y la gravedad del mismo, factores subjetivos y actitudes 
procesales que aluden a su modo individualizado de vida y a su interrelación 
social. Los indicadores procesales y de personalidad le darán al juez un sustento 
para que este pueda emitir un pronóstico favorable del comportamiento del 
condenado. 
Se tiene como tercer requisito la condición de no reincidente o habitual en el 
delito, se entiendo por reincidente aquel sujeto que, con posterioridad de haber 
cumplido una sanción, realiza un nuevo delito. Advirtiendo que los mencionados 
plazos tanto para la reincidencia y habitualidad, ha sido excepcionados para 
ciertos delitos, sin límite de tiempo, mismo que están regulados en los mismos 
artículos de referencia, que no serán materia de profundización. 
El afán de la pena suspendida es una forma de ejecutar penas impuestas, para 
algunos autores es un sustituto de las penas efectivas. A nuestro entender la 
pena suspendida es una manera de ejecución, hasta los confines que la ley 
establece, y esto puede ser a través de reglas de conducta, a fin de lograr 
resocializar al agente primario.  
La suspensión de la ejecución de la pena, en el Derecho Penal ha sido un instituto 
utilizado, como una excepción a la pena privativa de libertad, razón por la cual ha 
englobado un importante desarrollo en la jurisprudencia nacional.  
Resulta importante mencionar las posiciones acerca de la naturaleza de la 
Reparación Civil como primer argumento sostienen que dicha institución comparte 
el mismo fin que la pena puesto que ambos cumplen una finalidad preventiva. 
Como otro sustento existen autores que han adoptado una postura diferente en el 
que consideran a la reparación como una tercera vía y que han de contribuir a los 
fines convencionales. 
Podemos rescatar que la reparación civil es la manera dineraria de restaurar el 
bien ya que siempre ha sido vinculado con la vía civil, porque esta figura jurídica 
se considera como una parte del Derecho Civil, es decir la imposición de la 
sanción al causante es una forma de sancionarlo con un accionar civilista dentro 
del marco penal, con el único interés de enmendar el perjuicio causado a la 
víctima.  
Vale decir que la reparación civil esta orienta realmente a la satisfacción de 




reparación civil tiene calidad de pretensión accesoria en el Proceso Penal, porque 
su determinación solo se da en el caso que la sentencia sea condenatoria.   
En el Perú, en cuanto a la ejecución de la R.C, la fiscalía y el juzgado deberían de 
implementar prontamente la nulidad de actos jurídicos civiles posteriores y las 
medidas cautelares para así disminuir el patrimonio del procesado. Estas medidas 
apuntan a proteger la obediencia de la sentencia penal, para así impedir que el 
agente cometa cualquier acto irregular respecto del patrimonio después de haber 
cometido un hecho ilícito. En esa medida, se debería de adoptar un criterio idóneo 
para poder salvaguardar el patrimonio del agente. 
Se puede definir, que la R.C es aquella obligación que se le impone al donante en 
favor del dañado, la cual consiste en hacer una prestación de hacer y no hacer, 
en atención a lo señalado podemos deducir que la R.C es aquella que tiene como 
fin restituir el bien del daño causado.  
El Código Penal Peruano el artículo 93° regula dos puntos importantes; la 
restitución del bien o, si no el pago de su valor y la indemnización de los daños y 
perjuicios, así debemos vislumbrar a la reparación civil como la recompensa del 
bien por quien causó el daño delictivo. 
Por otro lado, la reparación civil en la legislación española lo que se busca es 
remediar las contrariedades que sufre la víctima, con la única finalidad de ahorrar 
recursos al Estado, no buscando otras medidas, sino más bien priorizar que se 
cumpla con la reparación civil., siendo para ellos una solución más práctica, 
desprotegiendo claramente un Derecho Constitucional como es el caso del 
Derecho a la libertad. 
En Norteamérica, el juez penal puede imponer la restitución del bien como 
sanción al culpable, por el daño causado, es decir el perjudicado mediante dos 
vías, puede obtener judicialmente: la declaración de responsabilidad civil (en un 
proceso civil); o la pena de la reparación decretada en el proceso punitivo por el 
Tribunal Penal, en efecto en el Derecho Estadounidense prevén diversos 
mecanismos informales que logren obtener una reparación civil sin afrontar un 
proceso de manera formal. 
En Gran Bretaña tiene un funcionamiento confuso ya que los procesos se llevan a 




la única semejanza es que de igual manera la reparación se impone con una pena 
en el proceso punitivo. 
En el Derecho Alemán, en el Código Civil el agraviado debe constituir en normas 
para poder fundar su petición sobre acto ilícitos. Generalmente lo que solicitan es 
acerca de la indemnización de daños y perjuicios mediante el proceso civil.  
En relación a ello el artículo primero del Acuerdo Plenario N.º 1/97, el cual señala 
que, en este tipo de pena, la RC puede ser impuesta como una norma de 
conducta y en el artículo tercero señala que, de incumplirse con lo señalado, se 
podría revocar la pena suspendida, pero con una salvedad y es que se considere 
la incapacidad económica del condenado. 
En el Proceso Penal, ante el incumplimiento del pago de una deuda no puede 
provocar que la pena suspendida se convierta en una pena efectiva, pues ante el 
incumplimiento del pago de una deuda se debe agotar en primer lugar, todas las 
formas de coerción procesal, como la amonestación y la prórroga.  
El carácter esencial de la Constitución Peruana para efectos de la reparación civil, 
el agraviado puede recurrir a la vía civil o a través de otros mecanismos de 
solución que están establecidas tanto en el Código Proceso Penal como son las 
medidas cautelares el embargo, la incautación, la afectación de bienes, el 
decomiso, al igual que CPP en su artículo 493 y así lograr la indemnización del 
daño y obtener una equilibrada reparación del daño.  
En tanto la reparación no puede ser motivo para la perdida de la libertad, por el 
solo incumplimiento de la deuda, pues según el art. 59° del Código Penal, se 
estaría contraviniendo la norma fundamental, poniendo en peligro el Derecho a la 
libertad.    
En nuestro Sistema Judicial cuando existe un conflicto entre lo que estipula la 
Constitución y Código Penal, lo que debería de hacerse valer es la norma de 
mayor rango, en tanto, se sabe que la Constitución es esa norma de mayor rango, 
por lo que, la libertad del castigado debería de estar protegida. Dicho esto, la 
normatividad de los tratados es muy específica en indicar que la única excepción 
de la prisión por deudas es de carácter alimentario, en consecuencia, se le debe 





De otro lado se hará un análisis de la sentencia dada por el Tribunal 
Constitucional, del Expediente Nº 6633-2015, el cual trata un recurso de agravio 
constitucional interpuesto por don Augusto Harold La Torre Torres, contra la 
resolución de fojas 293, de fecha 14 de octubre de 2015, expedida por Sala Penal 
de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Cañete, que declaró 
improcedente la demanda de Habeas Corpus. 
En cuanto al fundamento de la petición es que se declare la nulidad de la 
Resolución 14 de fecha 20 de marzo de 2014, emitida por el Juzgado de 
Investigación Preparatoria Transitorio de Barranca (Expediente 37-2009), en 
donde se alega la existencia de una vulneración del Derecho al debido proceso, 
pues no se realizó la debida notificación en su domicilio real, por ende, no cumplió 
con presentarse al Juzgado de Investigación Preparatoria. 
Mediante sentencia de fecha 22 de marzo de 2011, Tomás Juan Villanueva 
Lojano por el delito homicidio culposo y lesiones culposas fue condenado a cuatro 
años de pena privativa de la libertad suspendida en su ejecución por un período 
de tres años bajo reglas de conducta, entre ellas pagar la RC en la forma 
establecida bajo apercibimiento de revocarse la condicionalidad de la pena, al 
amparo del artículo 59 del CP, por lo que se declaró infundada la demanda de 
Habeas Corpus por no haberse acreditado la vulneración al Derecho al debido 
proceso. 
Resulta necesario referirnos a esta sentencia que no tiene carácter vinculante, 
pero se tiene el voto singular del Magistrado Blume Fortini donde sostiene que, no 
se puede privar el Derecho a la libertad individual por razones de deudas; salvo 
en materia alimentaria, de lo contrario se deberá de ordenar una nueva resolución 
que se ajuste con los parámetros constitucionales. 
Cabe precisar que la posición asumida por el Magistrado ya mencionado resulta 
importante puesto que respalda la presente investigación al hacer énfasis que la 
libertad no puede ser privada solo por deudas, teniéndose como única excepción 
la alimentaria como bien se ha venido desarrollando, dejándose de lado lo que la 
Constitución respalda. 
Se tiene el Expediente Nº00875-2020 el cual trata de un Recurso de agravio 
constitucional interpuesto por don Jorge Luis Purizaca Forlong, quien interpone 




dirige contra el Juzgado de Investigación Preparatoria de Paita contra los jueces 
de la Tercera Sala Penal de Apelaciones y Liquidadora de la Corte Superior de 
Justicia de Piura, quien solicita que se declare la nulidad de la Resolución 5, auto 
que declaró fundado el requerimiento de revocatoria de la pena, por el delito de 
Apropiación Ilícita con una pena a 3 años suspendida en su ejecución por el 
término de dos años. 
Asimismo, solicita la nulidad de su confirmación de la Resolución 11, de 20 de 
junio de 2019 (Expediente 5802-2015-102-JRPE-01). Se alega también la 
vulneración de los derechos a la libertad personal, al debido proceso, a la tutela 
procesal efectiva y a la debida motivación de resoluciones judiciales, y del 
principio de legalidad penal. Finalmente, el Tribunal determinó la responsabilidad 
penal del favorecido y suspendida la pena impuesta a condición de ciertas RC, 
bajo apercibimiento de revocársele dicha suspensión, conforme lo establece la ley 
penal sustantiva. 
Frente a ello se tiene nuevamente el voto del Magistrado Blume Fortini quien 
expresa lo siguiente “…discrepo con el fundamento 2, en el que, confundiendo los 
términos, se equipara libertad individual a libertad personal, como si fueran lo 
mismo, desconociéndose que la libertad individual, la que de acuerdo al artículo 
200, inciso 1, de la Constitución es la protegida por el hábeas corpus, además de 
los Derechos constitucionales conexos, es un Derecho continente, que engloba 
una serie de Derechos de primer orden, entre los que se encuentra la libertad 
personal, pero no únicamente esta; derechos que, enunciativamente, están 
reconocidos en los diversos incisos del artículo 25 del Código Procesal 
Constitucional.” 
De lo expuesto, existe una posición clara, aunque en minoría el Tribunal 
Constitucional cuyo fundamento es relevante, respecto a sostener que en un 
Estado Constitucional de Derecho que privilegia la protección de derechos 
fundamentales, no se pueden adoptar medidas a través de un Ius naturalismo 
puro al aplicar una norma sin mayor razonabilidad como la contenida en el artículo 
59 numeral  3 del Código Penal ante su evidente colisión con el Derecho a la 
libertad individual de rango constitucional y supranacional. 




Capacidad económica: se refiere a los ingresos y medios económicos que tiene la 
persona, es decir las reales posibilidades de un sujeto ante las diversas 
exigencias de alguna obligación tributaria, civil o pecuniaria por parte de un 
particular o Administración Pública. 
Derecho Fundamental: Es aquel atributo inherente a la persona, que el estado 
debe respetar y garantizar.  
Libertad: Derecho fundamental que posee todo ser humano, al poder obrar según 
su voluntad dentro de esta sociedad.  
Pena Suspendida: es la privación de la libertad condicional que se le impone al 
sentenciado, de no cumplir con ciertas reglas de conductas, está expuesto a que 
se le revoque la pena. 
Reparación Civil: es aquella compensación del daño de un hecho punible, lo cual 
al momento de su estimación debe ser razonable, prudente y proporcional. 
Sentencia Condenatoria: es la resolución judicial de manera escrita en la que se 
establece la motivación del juez para condenar a una persona por un delito, el 
cual describe el grado de ejecución, la forma de intervención, la lesión hacia la 
víctima y la naturaleza dolosa o culposa. 
 
III.  METODOLOGÍA  
3.1. Tipo y Diseño de la Investigación 
3.1.1. Tipo de Investigación  
El tipo de investigación en el presente informe es descriptivo, puesto que 
se utilizó libros para la descripción y análisis del problema. 
3.1.2. Diseño de la Investigación 
Es cuantitativo, puesto que se recopiló y analizó datos obtenidos de 
diversas fuentes utilizando instrumentos estadísticos para obtener el 
resultado.  
3.1. 3. Nivel de Investigación  
Es explicativo, porque se estudió el problema y encontró las causas de la 
vulneración del Derecho a la libertad y no prisión por deudas en la 




pago de la reparación civil. Lo cual permitió que se encuentre una 
singularidad que no fue estudiada con profundidad.  
 
3.2. Variables y operacionalización 
      3.2.1. Variable Independiente 
Inconstitucionalidad de la revocatoria de la pena privativa de libertad 
suspendida. 
     3.2.1.1. Definición Conceptual 
“La aplicación de la sanción debe limitarse, al hecho de que el 
sentenciado haya cometido una nueva infracción doloso y merezca 
distinta condena a pena privativa de libertad efectiva.”  Ramos (2012, p. 
24). 
 3.2.1.2. Definición Operacional 
Se debe precisar que la revocatoria solo es aceptable en casos de 
reincidencia infractora y si se aplicaron previamente otras a sanciones 
existentes de amonestación. 
3.2.1.3. Dimensiones 
El presente informe de investigación tiene como dimensiones: Doctrina, 




Se tiene los siguientes indicadores: doctrina nacional, extranjera, 
Constitución Política del Perú, Código Penal, Jurisprudencia nacional, 
extranjera, jueces abogados, fiscales. 
3.2.1.5. Escala de medición  
Nominal. 
  3.2.2. Variable Dependiente 
Vulneración del derecho a la libertad. 
3.2.2.1. Definición Conceptual 
“El Derecho a la libertad conforma el conjunto de Derechos y garantías 




no es absoluto, por cuanto es un Derecho fundamental o de la 
personalidad.” Chaname (2014, p.37).  
3.2.2.2. Definición Operacional 
La libertad es un Derecho Fundamental tan importante como el mismo 
Derecho a la vida, en tanto este permite aprobar el desarrollo integral 
del ser humano y está ligado a la Dignidad del hombre. 
3.2.2.3. Dimensiones 
El presente informe de investigación tiene como dimensiones: Doctrina, 
Normas Legales, Jurisprudencia y Operadores jurídicos. 
3.2.2.4. Indicadores 
Se tuvo los siguientes indicadores: doctrina nacional y extranjera, CPP, 
Código Penal, Jurisprudencia nacional, extranjera u los operadores 
jurídicos jueces abogados, fiscales. 
3.2.2.5. Escala de medición  
Nominal. 
3.2.3. Variable Dependiente 
No prisión por deudas del sentenciado. 
3.2.3.1. Definición Conceptual 
“Es un derecho que toda persona posee, para no ir a prisión por tener 
una deuda, es decir hace referencia a las obligaciones de carácter 
netamente civil y deben ser cobradas o pedir el cumplimiento de esas 
obligaciones en sede civil por lo que no debe intervenir el Derecho 
penal”. Villa (2017, p.68). 
3.2.3.2. Definición Operacional 
La prohibición de la prisión por deudas en nuestro país es reconocida 
como un Derecho constitucional y tiene por finalidad proteger la libertad 
locomotora de las personas. 
3.2.3.3. Dimensiones 
El presente informe de investigación tuvo como dimensiones: Doctrina, 





Se tuvo los siguientes indicadores: doctrina nacional y extranjera, 
Constitución Política del Perú, Código Penal, Jurisprudencia nacional, 
extranjera y los operadores jurídicos jueces abogados, fiscales. 
3.2.3.5. Escala de medición  
Nominal. 
 
3.3. Población, muestra y muestreo 
3.3.1 Población 
Esta investigación tuvo como población a los siguientes operadores 
jurídicos: Jueces penales de los Juzgados Investigación Preparatoria del 
distrito judicial de Lambayeque - Sede Chiclayo, Fiscales titulares de las 
Fiscalías Provinciales Penales Corporativas del distrito judicial de 
Lambayeque - Sede Chiclayo y Abogados especializados en materia Penal 
del Ilustre Colegio de Abogados de Lambayeque.  
3.3.2 Muestra 
Se utilizó la siguiente muestra: 
a) 08 Jueces penales. 
b) 15 Fiscales penales. 
c) 60 Abogados penales. 
3.3.3 Muestreo 
El muestreo es No Probabilístico por conveniencia. 
 
 
3.3.4 Unidad de análisis  
Esta investigación se realizó a través del instrumento, él cual fue aplicado a 
los Jueces penales de los Juzgados de Investigación Preparatoria del 
distrito judicial de Lambayeque – Sede Chiclayo, así como también a los 
Fiscales Provinciales del distrito judicial de Lambayeque – Sede Chiclayo y 








3.4. Técnica e instrumento de recolección de datos 
3.4.1 Técnicas de Investigación 
En esta investigación se tuvo como técnica la encuesta.  
3.4.2 Instrumento de Recolección de Datos   
El instrumento que se utilizó es el cuestionario. 
3.4.3 Validez 
Respecto a la validez es menester resaltar que ha sido otorgada y 
respaldada por el asesor temático, en razón que es el especialista en el 
tema tratado. 
3.4.4 Confiabilidad  
Por lo que se refiere a la confiabilidad, ésta fue otorgada por el estadista, a 
través del cual se ha adquirido el grado de confiabilidad pertinente. 
 
3.5. Procedimientos 
La información obtenida se procesó por el estadista quien utilizó el método 
KUDER-RICHARDSON (KR-20), proporcionando la confiabilidad del 
instrumento.  
 
3.6 Métodos de Análisis de Datos  
Se utilizo el método deductivo, el cual consiste en un conjunto de sucesos que 
inicia por una cantidad de afirmaciones en calidad de hipótesis y procura 





3.7. Aspectos Éticos 
Este Informe de Investigación es de mi total autoría, se realizó en base a los 
principios de veracidad y honestidad, a los sujetos encuestados se les informó 
de los objetivos de la presente investigación para su consentimiento, asimismo 
obtuvo la protección de la confidencialidad. Del mismo modo la información ha 
sido debidamente redactado bajo las normas APA. Por lo que se asume la 




información que ha sido aportado en la investigación, ante este actuar se 
asume el compromiso de someternos a lo establecido por las normas 
académicas de la Universidad César Vallejo. 
 
IV.  RESULTADOS 
4.1 Tabla 1: Condición de los encuestados 
 
Jueces Fiscales Abogados Total 
8 15 60 83 
10 18 72 100.00 
      Fuente: Investigación propia 
  
 
Figura 1: Investigación propia 
En la tabla 1 y figura 1, se muestra la condición de los encuestados donde 








4.2 Tabla 2.   
¿Considera usted que revocar la pena suspendida a un sentenciado por 
incumplir con el pago de la Reparación Civil, colisiona con el Derecho 
Constitucional a la no prisión por deudas? 
Respuesta Jueces Abogados Fiscales Total 
Condición 
N % n % N %   % 
Si 8 100 44 73 12 80 64 77.11 
No 0 0 16 27 3 20 19 22.89 
Total 8 100 60 100 15 100 83 100 
Fuente: Elaboración propia 
 
 Figura 2: Elaboración propia 
De acuerdo a la tabla y figura 2, se observó que 100% de jueces 
consideraron que se debe revocar la pena suspendida a un sentenciado 
por incumplir con el pago de la Reparación Civil, colisiona con el Derecho 
Constitucional a la no prisión por deudas; así mismo el 73% de abogados 
argumentaron lo mismo, mientras que el 27% refieren lo contrario; por otro 
lado, el 80% de fiscales concuerdan con los magistrados, mientras que el 
20% refieren lo opuesto. Ante lo cual se concluyó que, de los encuestados 
en un 77% consideran que se debe dar dicha revocación, pero el 23% 
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4.3 Tabla 3. 
 ¿Usted está de acuerdo en que se revoque la pena privativa de libertad 
suspendida del sentenciado, ante el incumplimiento del pago de la 
Reparación Civil? 
Respuesta Jueces Abogados Fiscales Total 
Condición 
N % N % n %   % 
Si 1 13 10 17 3 20 14 16.87 
No 7 88 50 83 12 80 69 83.13 
Total 8 100 60 100 15 100 83 100 
        Fuente: Elaboración propia.  
 
Figura 3: Elaboración propia 
En la tabla y figura 3, se mostró que 88% de jueces refirieron que no se 
debe revocar la pena privativa de libertad suspendida del sentenciado, ante 
el incumplimiento del pago de la Reparación Civil, mientras que el 13% 
respondieron de manera afirmativa; de la misma manera el 83% de 
abogados coinciden con los magistrados, entretanto el 17% expresan lo 
opuesto, así mismo el 80% de fiscales coinciden con magistrados y 
abogados, pero 20% refieren lo contrario. Ante lo cual se concluyó que, de 
los encuestados consideraron en un 83.1% la no revocación de la pena 







Jueces Abogados Fiscales Total
Si 13 17 20 16.9
No 88 83 80 83.1
[VALOR]% [VALOR]% 
[VALOR]% [VALOR]% 





4.4 Tabla 4.  
¿Considera usted que la revocatoria de la pena suspendida ante el 
incumplimiento del pago de la Reparación Civil, es un motivo razonable y 
jurídico para enviar a una persona a prisión? 
Respuesta Jueces Abogados Fiscales Total 
Condición 
N % n % n %   % 
Si 1 13 6 10 3 20 10 12.05 
No 7 88 54 90 12 80 73 87.95 
Total 8 100 60 100 15 100 83 100 
 Fuente: Elaboración propia.  
 
Figura 4: Elaboración propia. 
De acuerdo a la tabla y figura 4, se observó que 88% de jueces refirieron 
que la revocatoria de la pena suspendida ante el incumplimiento del pago 
de la Reparación Civil, no es un motivo razonable y jurídico para enviar a 
una persona a prisión, mientras que el 13% respondieron de manera 
afirmativa; de la misma manera el 90% de abogados coinciden con los 
magistrados, entretanto el 10% expresan lo opuesto, así mismo el 80% de 
fiscales coincidieron con los magistrados y abogados pero 20% refieren lo 
contrario. Ante lo cual se concluyó que, un 88% consideró que la 
revocatoria de pena no es motivo para enviar a una persona a prisión, pero 







Jueces Abogados Fiscales Total
Si 13 10 20 12.0










4.5 Tabla 5.  
¿Conoce usted si existen otros mecanismos para que el sentenciado a pena 
suspendida, cumpla con el pago de la Reparación Civil, distintos a la 
revocatoria de la condicionalidad de la pena? 
Respuesta Jueces Abogados Fiscales Total 
Condición 
N % n % n %   % 
Si 6 75 53 88 10 67 69 83.13 
No 2 25 7 12 5 33 14 16.87 
Total 8 100 60 100 15 100 83 100 
Fuente: Elaboración propia.  
 
Figura 5: Elaboración propia. 
En la tabla y figura 5, se estimó que 75% de jueces conocen de otros 
mecanismos para que el sentenciado a pena suspendida, cumpla con el 
pago de la Reparación Civil, distintos a la revocatoria de la condicionalidad 
de la pena, mientras que 25% expresan desconocerlo; por otra parte, los 
abogados en un 88% coincidieron con los magistrados, entretanto 12% 
refieren lo contrario, de la misma manera el 67% de fiscales refieren lo 
mismo, mientras que el 33% responden lo opuesto. Ante lo cual se 
concluyó que, de los encuestados en 83.1% tiene conocimiento de otros 







Jueces Abogados Fiscales Total
Si 75 88 67 83.1













4.6 Tabla 6.  
¿Considera usted, que el incumplimiento del pago de la Reparación Civil por 
parte de los sentenciados con pena suspendida es fundamentalmente por 
razones como; bajos ingresos económicos menos de 1 RMV, falta de trabajo 
estable, pobreza, deficiente educación, ¿entre otros?       
Respuesta Jueces Abogados Fiscales Total 
Condición 
N % N % N %   % 
Si 6 75 46 77 12 80 64 77.11 
No 2 25 14 23 3 20 19 22.89 
Total 8 100 60 100 15 100 83 100 
Fuente: Elaboración propia.  
 
 Figura 6: Elaboración propia. 
En la tabla y figura 6, se apreció que 75% de jueces consideraron que el 
incumplimiento del pago de la Reparación Civil por parte de los 
sentenciados con pena suspendida se da por ciertas razones, mientras que 
25% expresaron lo opuesto; por otra parte, los abogados en un 77% 
concuerdan con los magistrados, entretanto que 25% refirieron lo contrario, 
de la misma manera el 80% de fiscales, mientras que el 20% responden lo 
opuesto. Ante lo cual se concluyó que, de los encuestados en 77.1% 
consideraron que dicho incumplimiento se da por ciertas razones, pero 






Jueces Abogados Fiscales Total
Si 75 77 80 77.1
No 25 23 20 22.9
75 77 
80 77.1 





 4.7 Tabla 7.  
¿Conoce usted que la Convención Americana de Derechos Humanos 
prohíbe expresamente la prisión por deudas y exceptúa el caso únicamente 
de aquellas derivadas del incumplimiento de la obligación alimentaria?    
Respuest
a 
Jueces Abogados Fiscales Total 
Condición 
N % N % n %   % 
Si 5 63 47 78 11 73 63 75.90 
No 3 38 13 22 4 27 20 24.10 
Total 8 100 60 100 15 100 83 100 
 Fuente: Elaboración propia.  
 
  Figura 7: Elaboración propia. 
En la tabla y figura 7, se apreció que 63% de jueces conocen que en la 
Convención Americana de Derechos Humanos prohíbe expresamente la 
prisión por deudas y exceptúa el caso únicamente de aquellas derivadas 
del incumplimiento de la obligación alimentaria, mientras que 38% 
expresan lo opuesto; por otra parte, los abogados en un 78% tienen dicho 
conocimiento, entretanto que 22% refieren lo contrario, de la misma 
manera el 73% de fiscales refirieron lo mismo, mientras que el 27% lo 
desconocen. En definitiva, 75.9%, argumentaron tener conocimiento de 






Jueces Abogados Fiscales Total
Si 63 78 73 75.9
No 38 22 27 24.1
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4.8 Tabla 8.  
¿Considera usted que revocar la condicionalidad de la pena a un 
sentenciado por el incumplimiento del pago de la Reparación Civil hace 
materialmente imposible el resarcimiento del daño? 
Respuesta Jueces Abogados Fiscales Total 
Condición 
N % N % n %   % 
Si 5 63 44 73 13 87 62 74.70 
No 3 38 16 27 2 13 21 25.30 
Total 8 100 60 100 15 100 83 100 
 Fuente: Elaboración propia.  
 
Figura 8: Elaboración propia. 
De acuerdo a la tabla y figura 8, se observó que 63% de jueces consideran 
que se debe revocar la condicionalidad de la pena a un sentenciado por el 
incumplimiento del pago de la Reparación Civil hace materialmente 
imposible el resarcimiento del daño, mientras que 38% expresan lo 
opuesto; por otra parte, los abogados en un 73% consideraron lo mismo, 
entretanto que 27% refirieron lo contrario, de la misma manera el 87% de 
fiscales concuerdan con los magistrados y abogados, mientras que el 13% 
refirieron lo opuesto. Por lo que se puede diferir que, los encuestados en un 








Jueces Abogados Fiscales Total
Si 63 73 87 74.7













4.9 Tabla 9:  
¿Considera usted que debería modificarse el artículo 59, numeral 3 del 
Código Penal, a efectos de salvaguardar los Derechos Constitucionales a la 
libertad y a la no prisión por deudas? 
Respuesta Jueces Abogados Fiscales Total 
Condición 
N % N % n %   % 
Si 6 75 43 72 9 60 58 69.88 
No 2 25 17 28 6 40 25 30.12 
Total 8 100 60 100 15 100 83 100 
Fuente: Elaboración propia.  
 
 Figura 9: Elaboración propia. 
En la tabla y figura 9, se mostró que 75% de jueces consideraron que 
debería modificarse el artículo 59, numeral 3 del Código Penal, a efectos 
de salvaguardar los Derechos Constitucionales a la libertad y a la no prisión 
por deudas, mientras que 25% expresan lo opuesto; por otra parte, los 
abogados en un 72% concuerdan con los magistrados, entretanto que 28% 
refieren lo contrario, de la misma manera el 60% de fiscales refirieron lo 
mismo, mientras que el 40% responden lo opuesto. Ante lo cual se 
concluye que, de los encuestados en 69.9% consideran que debe 










Jueces Abogados Fiscales Total
Si 75 72 60 69.9












V.  DISCUSIÒN 
A continuación, se procede a presentar la discusión. En tanto, es necesario 
distinguir las fortalezas que se han tenido en el desarrollo de la presente 
investigación, como lo es la resiliencia, la persistencia, la responsabilidad y el 
compromiso por cumplir con mis objetivos y obtener un excelente trabajo. De 
otro lado, como debilidades se afrontó la situación del Estado de Emergencia, 
para la ejecución y aplicación del instrumento de investigación, utilizando las 
herramientas tecnológicas; así como también para su procesamiento. 
Respecto a los resultados obtenidos, se aprecia de la tabla y figura 3, que el 
88% de jueces; el 80% de fiscales y el 83% de abogados refieren que, no se 
debe revocar la pena privativa de libertad suspendida del sentenciado, ante el 
incumplimiento del pago de la RC. Los resultados expuestos anteriormente 
constatan lo investigado por el tesista Calderón (2018) que fuera citado en los 
trabajos previos a nivel nacional, este autor básicamente concluye que, la 
revocación de la pena no es necesaria desde una perspectiva preventiva 
especial, puesto que con la suspensión puede lograrse que el individuo no 
vuelva incurrir en error durante el período de prueba. 
Al respecto el doctrinario Ríos (2019) menciona que es innegable que el 
incumplimiento del pago de la reparación civil es un problema social, y lo que 
es materia de análisis en esta investigación es el cumplimiento tardío de la 
sanción impuesta, puesto que lo más usual es que al sancionado se le 
revoque la pena suspendida, siendo esto inconstitucional ya que no cabe 
revocar el régimen de suspensión por incumplir el pago de la reparación civil. 
De otro lado de la tabla y figura 5, se aprecia que tanto el 75% de jueces; el 
67% de fiscales y 88% de abogados, conocen de otros mecanismos para que 
el sentenciado a pena suspendida, cumpla con el pago de la Reparación Civil, 
distintos a la revocatoria de la condicionalidad de la pena. Estos resultados 
concuerdan con lo señalado por el tesista Guardiola (2015), que fuera citado a 
nivel internacional, refiere que deben de existir o en su defecto tomarse en 
cuenta otros mecanismos para dar una favorable solución a la suspensión de 




logrando así mejoras en lo que respecta a la efectividad en el proceso penal y 
también poder evitar el inminente hacinamiento carcelario. 
En relación a ello, el tesista Pacheco (2018) que fuera citado en los 
antecedentes a nivel nacional, realizó la investigación respecto a la función 
que cumple la figura jurídica de la reparación civil en sede penal, llegando a la 
conclusión que esta función es netamente formalista, ya que no compensa en 
un 100% el daño causado a la víctima, solo es un requerimiento para que al 
menos se pueda resarcir con la reparación del bien transgredido. 
Asimismo, de la tabla y figura 7, se aprecia que el 63% de jueces, el 73% de 
fiscales y el 78% de abogados, conocen que la Convención Americana de 
Derechos Humanos prohíbe expresamente la prisión por deudas y exceptúa el 
caso únicamente de aquellas derivadas del incumplimiento de la obligación 
alimentaria. 
Datos que se corroboran con lo señalado por el tesista Lovatón (2016) quien 
fuera citado a nivel nacional, ha investigado que, para hacer prevalecer los 
Derechos Fundamentales no es necesario cerrarse a la idea de utilizar solo las 
normas nacionales, puesto que es necesario utilizar y citar de manera 
subsidiaria otras normas como, por ejemplo: la Comisión y Corte 
Interamericana, con la única finalidad que los Derechos Fundamentales sean 
tutelados con mayor consistencia y así poder obtener una protección a la luz 
del Derecho Interamericano que en los últimos años han cumplido un rol 
sumamente importante en la sociedad. 
En el mismo sentido Duran (2016) refiere que, en cuanto a la protección 
internacional, encontramos normas transcendentales como es el caso de: “La 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre”, la 
“Convención Americana sobre Derechos Humanos”, el “Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos” entre otros. Asimismo, uno de los cuerpos 
normativos que más afluencia ha tenido por los demás Estados miembros, es 
la “Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre” el cual 
hace mención que ninguna persona, puede ser arrestado por incumplir 
obligaciones de carácter civil. 
En la tabla y figura 9, se muestra que 75% de jueces; el 60% de fiscales y 72% 




Código Penal, a efectos de salvaguardar los Derechos Constitucionales a la 
libertad y a la no prisión por deudas. 
Los datos obtenidos guardan correspondencia con lo señalado por el tesista 
Darío (2019) quien fuera citado en los antecedentes a nivel local señalando 
que, los legisladores tienen un rol importante en cuanto al desarrollo del 
sistema penal, ya que se necesita designar oportunas soluciones, teniendo a 
bien, prevalecer la proporcionalidad de las penas, evitando así que la norma 
penal contravenga con los principios vitales del Derecho Penal, así como 
también con lo que establece la Constitución. Esto en razón que la prisión 
efectiva no sería un mecanismo idóneo para alcanzar el cumplimiento de la 
sentencia. 
Al respecto, el autor Fernández (2016) menciona que es importante tener en 
cuenta la jerarquía de las normas, por lo tanto, es indiscutible que la norma 
que está en la cúspide de la pirámide de Kelsen es la Constitución, por lo que 
debería de ser respetado cuando refiere, que la única excepción de la prisión 
por deudas es de carácter alimentario.  
Finalmente, de los resultados obtenidos, específicamente conforme se aprecia 
de las tablas y figuras Nº 3, Nº 5, Nº7 y Nº 9 contrasta la hipótesis planteada 
en la presente investigación, en el sentido, que el hecho de revocar la 
condicionalidad de la pena por incumplimiento del pago de la RC, colisiona 
con el marco constitucional y con las normas supranacionales contenidas en la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos siendo necesario plantear la 
modificación del artículo 59º numeral 3 del CP; en tanto, existen otras vías 
satisfactorias idóneas para el resarcimiento del daño causado por la comisión 














1. La revocatoria de la pena privativa de libertad suspendida, deviene en 
inconstitucional porque, el no pago de la reparación civil fijada en la 
instancia de ejecución, no es razón concluyente para que el individuo vaya 
a prisión, ya que existen otras medidas idóneas para el resarcimiento del 
daño ocasionado por el delito, como la utilización de la vía civil donde se 
puede hacer uso inclusive de medidas cautelares, evitando que el Derecho 
Fundamental a la libertad se vea vulnerado. 
2. Establecer el pago de la reparación civil como regla de conducta 
condicionada a la revocatoria de la pena ante su incumplimiento, no 
satisface los principios de proporcionalidad, necesidad y merecimiento de 
pena, en razón que lo que se busca es cumplir una obligación de carácter 
económico, cuya satisfacción es factible en la vía extra penal. 
3. El Derecho a la libertad, es uno de carácter fundamental y encuentra 
protección constitucional de primer orden al ser consustancial con el 
Derecho a la vida; el mismo que, por su trascendencia se encuentra 
protegido por instrumentos supranacionales como la Convención 
Americana de Derechos Humanos y la Convención Interamericana de 
Derechos Humanos, siendo esto así su ámbito de protección se debe 
producir en un plano de ponderación entre la libertad individual y una 
obligación de carácter pecuniario, como es la reparación civil, teniendo sin 
lugar a dudas preponderancia el primero. 
4. Finalmente resulta pertinente; en tanto, existen fundamentos doctrinarios 
nacionales y extranjeros; así como jurisprudencia relevante que justifican la 
modificación del artículo del artículo 59.3 del Código Penal, ante su 







VII. RECOMENDACIONES  
 
1. Se recomienda a los jueces penales del Distrito Judicial de Lambayeque 
que, al momento de evaluar el cumplimiento de las reglas de conducta 
impuesta en la sentencia, actúen con criterios de razonabilidad y 
proporcionalidad, ponderando el derecho a la libertad individual frente a 
una obligación de carácter pecuniaria; es decir, deben evitar revocar la 
condicionalidad de la pena por el incumplimiento del pago de la 
reparación civil, en tanto, existen otras vías satisfactorias. 
 
2. Se recomienda a los fiscales del Distrito Judicial de Lambayeque buscar 
mecanismos alternativos para lograr el resarcimiento del daño 
ocasionado por el delito, evitando requerimiento como la revocatoria de 
la condicionalidad de la pena para satisfacer el pago de la reparación 
civil, ello en estricta observancia del mandato constitucional que esta 
proscrita la prisión por deudas, salvo en los casos de alimentos. 
 
 
3. Finalmente, se recomienda al Poder Legislativo, acoger la propuesta del 
proyecto de ley que se plantea en la presente investigación a fin de 
evitar decisiones judiciales que colisionan con el marco constitucional, 
específicamente en los casos de revocatoria de la condicionalidad de la 














              
PROYECTO DE LEY 
“LEY QUE MODIFICA POR ADICIÓN EL ARTICULO 59º NUMERAL 3 DEL 
CÓDIGO PENAL PERUANO” 
I. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 
La Constitución Política del Perú, establece como fin supremo del Estado y de 
la sociedad; defender y respetar la dignidad de la persona humana, así como 
también reconocer y garantizar el Derecho a la libertad, igualdad y el derecho 
de defensa.  
No obstante, en nuestro país, cuando a una persona se le revoca la pena 
privativa de libertad suspendida y el penado no cancela lo dispuesto por el 
juez mediante sentencia, es decir no paga el monto de la reparación civil, lo 
más usual es que aplique el artículo 59° numeral 3 del Código Penal peruano, 
violentándose el Derecho fundamental a la Libertad, por lo que dicha 
normativa deviene directa, abierta y frontalmente en inconstitucional, puesto 
que regula un supuesto de prisión por deudas diferente a la de prisión de 
carácter alimentario. 
Existen suficientes argumentos doctrinarios y jurisprudenciales que 
fundamentan y definen a la reparación civil como aquella consecuencia de una 
conducta antisocial, la misma que es tipificada por nuestro ordenamiento 
jurídico, precisándose que tiene naturaleza jurídica civil pero que es 
garantizada tanto en el proceso penal como el proceso civil; sin embargo, 
cuando en el proceso penal se aplica para revocar la condicionalidad de la 
pena ante su incumplimiento, presenta problemas de legalidad y legitimidad 




prisión por deudas, salvo la excepción para los casos de obligaciones de 




Por otro lado, de acuerdo con lo señalado en la Sentencia del Tribunal 
Constitucional N°6633-2015 -Cañete- qué si bien no tiene carácter vinculante 
pero resulta importante destacar el voto singular del magistrado Blume Fortini 
quien señala que “Artículo 2°(…) toda persona tiene derecho (..) numeral 24. a 
la libertad y a la seguridad personal en consecuencia (..) literal C. no hay 
prisión por deudas. Este principio no limita el mandato judicial por 
incumplimiento de deberes alimentarios”. Por consiguiente, cualquier 
normativa infra constitucional que regule un supuesto encubierto de prisión por 
deudas distinto al de prisión por deberes alimentarios, indefendiblemente se 
encuentra viciada de inconstitucional.  
Así mismo, en ese sentido, el Estado tiene la obligación de velar por el interés 
personal y proteger el Derecho fundamental reconocido por la Constitución 
como lo es el derecho a la libertad, tal como lo manifiesta la Convención 
Americana  
Lo mencionado justifica una modificación legislativa, con el propósito de 
salvaguardar lo dispuesto por la Constitución Política del Perú en su artículo 2 
numeral 24, literal C; evitando que se vulnere el Derecho Fundamental a la 
Libertad. 
II. Análisis Costo - Beneficio 
La presente iniciativa no genera gasto al erario nacional porque la base de la 
norma se encuentra justificado en sancionar de manera justa sin vulnerar los 




Estado deje de invertir recursos innecesarios en el interno, pudiendo ser un 
presupuesto utilizado para un beneficio en la sociedad, de modo que se 
lograría reducir el hacinamiento en las cárceles. 
 
 
III. Fórmula Legal: 
Artículo 1º: Modifíquese por adición del artículo 59º, […] numeral 3 del Código 
Penal Peruano. 
Artículo 59º, numeral 3: Salvo los casos de incumplimiento de las 
reglas de conducta para el delito de omisión a la asistencia familiar, no 
resulta aplicable la revocatoria de la condicionalidad de la pena por 
incumplimiento del pago de la reparación civil, cuando esta se hubiere 
establecido como regla de conducta. 
Artículo 2º: Vigencia 
La presente ley tiene vigencia a partir del día siguiente de su publicación en el 
Diario oficial El Peruano. 
IV. Efecto de la vigencia de la norma sobre la Legislación Nacional  
El presente Proyecto de Ley propone la modificación del artículo 59º numeral 3 
del Código Penal peruano, con la única finalidad de salvaguardar el Derecho a 
la libertad y la no prisión por deudas y así evitar que se vulneren Derechos 
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Definición operacional Dimensiones Indicadores Escala 
Variable Independiente:   
inconstitucionalidad de la 
revocatoria de la pena 










 “La aplicación de la 
sanción revocatoria debe 
limitarse, al hecho de 
que el sentenciado haya 
cometido un nuevo delio 
doloso y merezca por 
ello otra condena a pena 
privativa de libertad 
efectiva.”  Ramos (2012, 








Se debe precisar que la 
revocatoria solo sería 
aceptable en casos de 
reincidencia infractora y si 
previamente se aplicaron 






















































Definición operacional Dimensiones Indicadores Escala 
Variable Dependiente: 





Variable Dependiente: no 








“El derecho a la libertad es 
parte del conjunto de derechos 
y garantías individuales, es un 
derecho esencial del ser 
humano, si bien es cierto no 
es absoluto, pero si esencial, 
por cuanto es un derecho 
fundamental o derecho 




“Es un derecho que toda 
persona posee, para no ser 
encarcelado por tener una 
deuda, es decir hace 
referencia a las obligaciones 
de carácter netamente civil y 
deben ser cobradas o pedir el 
cumplimiento de esas 
obligaciones en sede civil por 
lo que no debe intervenir el 





El derecho a la libertad es un 
derecho fundamental tan 
importante como el derecho a la 
vida, en tanto que este derecho 
permite el desarrollo integral del 
ser humano y está ligado a la 




La prohibición de la prisión por 
deudas en nuestro país es 
reconocida como un derecho 
constitucional y tiene por 
finalidad proteger la libertad 
























































UNIVERSIDAD CÉSAR VALLEJO 
 
“Inconstitucionalidad de la prisión por deudas en la revocatoria de la 
pena suspendida cuando el sentenciado no cumple con el pago de 
la Reparación Civil” 
CUESTIONARIO 
INDICACIONES: El presente instrumento pretende recopilar su opinión 
que tiene como finalidad, obtener la información requerida para una 
futura modificación del Artículo 59, numeral 3 del Código Penal. Su 
participación asiste a tener la opinión de un profesional de sapiencias en 
el Derecho de Penal. 
Es preciso señalar que el presente instrumento es totalmente anónimo, 
por lo que se requiere marcar la respuesta con total convicción. 
I. Condición 
Juez                                      Fiscal                                            Abogado   
1. ¿Considera usted que revocar la pena suspendida a un sentenciado por 
incumplir con el pago de la Reparación Civil, colisiona con el Derecho 
Constitucional a la no prisión por deudas? 
 
 SI NO 
  
2. ¿Usted está de acuerdo en que se revoque la pena 




ante el incumplimiento del pago de la Reparación Civil? 
   SI                               NO 
3. ¿Considera usted que la revocatoria de la pena suspendida ante el 
incumplimiento del pago de la Reparación Civil, es un motivo razonable y 
jurídico para enviar a una persona a prisión? 
 
                       SI                               NO            
 
4. ¿Conoce usted si existen otros mecanismos para que el sentenciado a 
pena suspendida, cumpla con el pago de la Reparación Civil, distintos a 
la revocatoria de la condicionalidad de la pena? 
 
                            SI                                 NO  
 






5. ¿Considera usted, que el incumplimiento del pago de la Reparación Civil 
por parte de los sentenciados con pena suspendida es 
fundamentalmente por razones como; bajos ingresos económicos menos 
de 1 RMV, falta de trabajo estable, pobreza, deficiente educación, ¿entre 
otros? 
 




6. ¿Conoce usted que la Convención Americana de 




exceptúa el caso únicamente de aquellas derivadas del incumplimiento 
de la obligación alimentaria?  
 
                        SI                                    NO  
 
 
7. ¿Considera usted que revocar la condicionalidad de la pena a un 
sentenciado por el incumplimiento del pago de la Reparación Civil hace 
materialmente imposible el resarcimiento del daño? 
 
                      SI                                      NO  
 
 
8. ¿Considera usted que debería modificarse el artículo 59, numeral 3 del 
Código Penal? 
 
                        SI                                      NO  
 
 
Gracias. 
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